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Resumen 
La prueba pericial, como una de las formas de llevar conocimiento al juez, debe producirse de tal 
manera que las partes tengan la convicción de que por su intermedio se brinda al fallador la 
comprensión y el discernimiento sobre un asunto técnico, científico, artístico o especializado. 
Ahora bien, con fundamento en la estructura propuesta por el sistema penal oral con tendencia 
acusatoria, implementado en Colombia con la ley 906 de 2004, le corresponde al juez valorar si 
el perito es idóneo y además si el conocimiento que le brinda es claro, si sus respuestas son 
exactas, el grado de aceptación de los principios y métodos utilizados y la consistencia de sus 
conclusiones, dado que las mismas necesariamente incidirán en la decisión que adopte. Es por 
ello, que la actividad del juzgador demanda frente a la prueba pericial, una especial exigencia en 
cuanto a la argumentación del porqué le da o no credibilidad, dado que la misma es el reflejo del 
entendimiento y aplicación que tiene de su naturaleza y exigencias. 
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The role of the criminal courts regarding the reliability of cientific evidence in Colombia  
 
Abstract 
As one of the ways to bring knowledge to the judge, the scientific evidence must be produced in 
a way by which the parties have the certainty that through it the judge has understanding and 
discernment over a technical, scientific or artistic specialized matter. However, based on the 
structure put forward by the oral accusatory criminal procedural system which Colombia -
implemented with the bill 904 of 2004-, it is up to the judge to evaluate if the scientific witness is 
suitable, if the knowledge he gives is clear, and if his answers are accurate. The judge must also 
assess the degree of acceptance of the principles and methods used as well as the consistency of 
his conclusions, given that these will necessarily have an impact in the decision reached. Because 
of this, the judge´s activity towards the scientific evidence demands a special requirement 
regarding the argumentation of whether or not it is to be found credible given that said evidence 
is a reflection of the understanding and application that it has of its nature and demands. 
Key Words: Scientific evidence, expert testimony, judge, parties, productions, assesment 
criteria, reliability. 
 
Introducción 
En Colombia el proceso penal como mecanismo de investigación que posee el Estado respecto 
de las personas que por su acción u omisión son procesadas y eventualmente juzgadas, busca 
determinar o establecer dos aspectos básicos: a) la real existencia de un hecho que el legislador 
previamente haya descrito como delito
1
, y b) la responsabilidad de la persona que es objeto de la 
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Aspecto que corresponde a la noción de Principio de Legalidad consagrado en la Constitución Política 
colombiana así “…Nadie podrá ser juzgado sino conforme a las leyes preexistentes al acto que se le 
imputa, (…).” (Const., 1991, art.29)  
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acción penal
2
; de tal forma que una vez establecida la concurrencia de estos dos lineamientos el 
juzgador impondrá la sanción correspondiente. 
La norma constitucional dispone que la Fiscalía General de la Nación está obligada a 
ejercer la acción penal y por ello deberá investigar todo hecho que revista la característica de 
delito (Const., 1991, art. 250). En desarrollo de esta imposición constitucional, el ente 
investigador y acusador tiene la facultad de ejecutar todas y cada una de las actividades 
tendientes a recaudar los elementos materiales probatorios, evidencia física o información que 
sean útiles y necesarios a fin de establecer los precitados aspectos. (Ley 906, 2004, art. 114) 
En la dinámica del proceso penal son protagonistas: el fiscal, sujeto encargado de 
investigar los delitos con el apoyo de la policía judicial, el investigado, su abogado defensor, las 
víctimas, el representante del Ministerio Público y el juez que dicta la sentencia con fundamento 
en las pruebas practicadas durante el desarrollo del juicio (Ley 906, 2004, Título IV). 
En tal sentido y acorde a los parámetros del sistema penal con tendencia acusatoria que 
rige actualmente en Colombia (Ley 906, 2004, Libro III, Título IV, Capítulo III, Parte I), el 
término prueba se refiere a aquella que se ha practicado en el juicio, por solicitud de los sujetos 
procesales, e intervinientes autorizados, normados o regulados, bajo las previsiones de principios 
rectores del proceso penal como la oralidad, publicidad, inmediación, contradicción y 
controversia. Por excepción cuando ello no ocurra, sólo tendrá tal categoría la denominada 
prueba anticipada. (Ley 906, 2004, art. 274) 
El proceso admite libertad probatoria, pero esta regla no es absoluta, pues existen 
situaciones o hechos que deben demostrarse conforme al procedimiento establecido en otras 
ramas del derecho, como las del Derecho Civil, Laboral, Administrativo o acorde a determinados 
medios de prueba como es el caso de la prueba pericial, que para esos eventos es indispensable 
pues no puede reemplazarse, cambiarse o suplirse por otros. Por tal motivo, la característica 
especial de este tipo de prueba consiste en que se aduce a juicio a través de la intervención de 
peritos, quienes como auxiliares de la justicia y sin que tengan un conocimiento directo y 
personal de los hechos objeto de la investigación, si concurren al debate a rendir testimonio para 
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 Mandato que se desarrolla en el Código de Procedimiento Penal “Conocimiento para Condenar”. Para 
condenar se requiere el conocimiento más allá de toda duda, acerca del delito y de la responsabilidad 
penal del acusado, fundado en las pruebas debatidas en el juicio. (…)” (Ley 906, 2004, art.381). 
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aportar conocimientos técnicos, científicos, artísticos o en general especializados al juez con la 
intervención activa de los sujetos procesales, con el único propósito de clarificar esos aspectos 
que resultan ajenos a la formación jurídica del fallador.
3
  
La prueba pericial es entonces de suma importancia ya que ofrece ilustración específica al 
juez sobre conclusiones basadas en conocimientos especiales que exigen determinada formación 
o experiencia, lo cual junto con las demás pruebas incidirán en la demostración de hechos 
relevantes que estructuren o desestimen el delito y/o la responsabilidad del acusado, como 
fundamento de una sentencia cuyo contenido debe materializar los fines del Estado Social de 
Derecho colombiano.  
Adicionalmente, el legislador, dadas las especiales características de la prueba pericial, se 
ocupa de fijar una serie de pasos previos y concomitantes a su producción, de acuerdo con lo 
establecido en el Código de Procedimiento Penal
4
,  que en estricto sentido constituyen Debido 
Proceso y, por tanto, garantía para las partes en el ejercicio de derechos basilares como 
Contradicción y Defensa
5
. 
Así mismo, el Código de Procedimiento Penal establece los elementos que debe 
considerar el juez para valorar la prueba pericial tales como ―la idoneidad técnico científica y 
moral del perito, la claridad y exactitud de sus respuestas, su comportamiento al responder, el 
grado de aceptación de los principios científicos, técnicos o artísticos en que se apoya el perito, 
los instrumentos utilizados y la consistencia del conjunto de respuestas‖ (ley 906, 2004, art. 
420); lo cual le permitirá establecer su confiabilidad e incidencia en el fallo.  
La observancia del procedimiento establecido para la producción y valoración de la 
prueba pericial requiere no sólo del cumplimiento de las formas legales, sino también de una 
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 La ley 906 de 2004 respecto de la libertad probatoria, la prueba pericial y la intervención de peritos establece lo 
siguiente: 
Art. 373 “Los hechos y circunstancias de interés para la solución correcta del caso, se podrán probar por cualquiera 
de los medios establecidos en este código o por cualquier otro medio técnico o científico que no viole los derechos 
humanos”  
Art. 405 “La prueba pericial es procedente cuando sea necesario efectuar valoraciones que requieran conocimientos 
científicos, técnicos, artísticos o especializados” 
Art. 406 “El servicio de peritos se prestará por los expertos de la policía judicial, del Instituto Nacional de Medicina 
Legal y Ciencias Forenses, entidades públicas o privadas, y particulares especializados en la materia de que se 
trate. Las investigaciones o los análisis se realizarán por el perito o los peritos, según el caso. El informe será 
firmado por quienes hubieren intervenido en la parte que les corresponda” 
4
Libro III “El Juicio”. Título IV “Juicio Oral”. Capítulo III “Práctica de la Prueba”. Parte III “Prueba pericial”. 
5
 Derechos consagrados en el Artículo 29 de la Constitución Política de Colombia, 1991. 
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posición crítica del fiscal o el defensor desde el mismo momento que la solicitan en la audiencia 
preparatoria, durante su práctica en el juicio y al ser analizada en los alegatos de conclusión; 
posición que debe asumir del mismo modo el juez cuando la valora, pues todos deberán tener 
conciencia que el conocimiento que se aportará o que se percibió, resulta confiable o no. 
Es decir, el juez y las partes deben tener capacidad de comprender, por ejemplo, que la 
base de opinión pericial no es sinónimo de prueba pericial y de diferenciar si las técnicas 
utilizadas por el experto son de orientación, de probabilidad o de certeza, entre otros temas.  
 
Metodología  
El presente artículo es el resultado de una investigación cualitativa de tipo deductivo, que se 
origina en el análisis de dos aspectos, a saber: las disposiciones legales que enmarcan el deber 
ser de la prueba pericial y los lineamientos ofrecidos por estudiosos del derecho en torno al 
significado, alcance, importancia y la forma de producción y valoración de esta clase de prueba. 
Así, una vez clarificados y puntualizados los criterios exigidos para la efectiva y legítima 
producción de la prueba pericial, se procedió, con apoyo en lo señalado por teóricos del tema y 
algunos pronunciamientos jurisprudenciales, a realizar una serie de apreciaciones y reflexiones 
en torno a la importante labor que deben desarrollar los sujetos procesales en el momento de su 
producción en el escenario de un juicio oral, pero ante todo la que le corresponde al juez en el 
momento de valorarla, esto, a efectos de evitar errores que terminan por debilitar la credibilidad 
del aparato judicial, como los dos evocados a título de ejemplo; para lo cual es indispensable que 
los actores del proceso penal tengan conciencia de lo imperioso que resulta aplicar los criterios 
establecidos por el legislador para lograr la adecuada producción y valoración de esta especial 
prueba, ya que de ello dependerá su confiabilidad.  
 
Problema de Investigación 
El conocimiento que aporta la prueba pericial al juez, no puede ser valorado como confiable sólo 
por el hecho de ser entregado por un experto, igualmente depende de la actividad de las partes 
durante la producción de la prueba (interrogatorio y contrainterrogatorio del perito), así como del 
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conocimiento que el juzgador tenga de situaciones como las previamente citadas; lo anterior le 
permitirá concluir de dos maneras: que el testimonio del experto demostró lo pretendido por la 
parte, o por el contrario no lo logró dado que los análisis y las conclusiones no son de recibo al 
inaplicar los principios indicados por la ciencia o porque la técnica que se utilizó es de mera 
orientación y hubo otras pruebas que le restaron contundencia. 
En tal sentido, la Corte Suprema de Justicia de Colombia – Sala de Casación Penal ha 
contribuido, a través de sus decisiones, al desarrollo de los criterios que debe tener presente el 
juez penal de conocimiento para determinar la confiabilidad de la prueba pericial, brindando 
lineamientos de interpretación de las normas que regulan su producción y valoración.  
A título de ejemplo, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Sentencia 
14043, 7 de marzo de 2002, citada en la Sentencia SP 31795, 16 de septiembre de 2009, señaló 
en torno a este tema:  
Y como ocurre con todos los medios probatorios la pericial debe ser considerada 
racionalmente por el juez, porque en la apreciación del dictamen resulta 
imperativo tener en cuenta la firmeza, precisión y calidad de sus fundamentos, la 
idoneidad de los peritos, el aseguramiento de calidad aplicado, el sistema de 
cadena de custodia registrado y los demás elementos probatorios que obren en el 
proceso. 
Por ello de manera reiterada y pacífica la jurisprudencia ha entendido que los 
argumentos de autoridad científica, técnica, profesional o humanística son de 
recibo por la innegable realidad de la división del trabajo y las cada vez más 
urgentes especializaciones en el desenvolvimiento del hombre en la sociedad, el 
curso de ésta y el tratamiento de los problemas o conflictos, de modo que resulta 
intolerable una actitud pasiva o de irreflexiva aceptación del juez frente al 
dictamen, pues fácilmente pueden potenciarse y extenderse los errores que como 
humano puede cometer el perito (Ediciones Jurídicas Andrés Morales. (2009, 
p1236). 
Conforme a lo anterior, la prueba pericial no puede tenerse como verdad absoluta, tal y 
como ocurre en la praxis judicial, ya que el conocimiento integral que el juez y los sujetos 
procesales deben poseer, será el tamizaje necesario para evitar que conclusiones periciales de 
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expertos que en realidad no lo son o basadas en procedimientos erróneos o técnicas de simple 
orientación, gocen de absoluta confiabilidad.  
 
Marco Teórico 
1. ¿Qué es prueba? 
El vocablo ―prueba‖ tiene varias acepciones conforme al Diccionario de la Real Academia 
Española, una de las cuales la define como ―Razón, argumento, instrumento u otro medio con 
que se pretende mostrar y hacer patente la verdad o falsedad de algo.‖ (Real Academia Española, 
2006).  
Por su parte, Leal Pérez (2010) en el Diccionario Jurídico define la prueba como ―La 
verificación del juzgador sobre los hechos cuyo esclarecimiento es necesario para la resolución 
del conflicto sometido a proceso. Así la prueba es la verificación o confirmación de las 
afirmaciones de hecho expresadas por las partes.‖  
Por lo tanto, es evidente lo afirmado por Cañón Ramírez (2009, p 2) para quien el 
concepto de prueba no corresponde únicamente a las lides propias del derecho, sino que su 
esencia comprende en general todas las ciencias del conocimiento del hombre; bajo este criterio 
señaló:  
El concepto y la necesidad de la prueba son común a todas las ramas del derecho 
y de igual manera todas las ciencias del saber humano; como afirma Dellepiane, 
se deben probar los hechos, los resultados, los efectos y las causas de éstos, 
reconstruyendo y analizando los pasados y deduciendo los futuros 
(DELLEPIANE, Nueva Teoría General de la prueba, Ed. Temis, Bogotá 1961, 
pág. 22), aún en el acontecer de la vida diaria, ordinaria o cotidiana, se requiere 
probar los actos de los demás o los resultados de los propios (Cañón Ramírez, 
2009, p1-16) 
Estas definiciones, trasladadas al campo del Derecho llevan a establecer que la prueba 
constituye la más preciada herramienta para dilucidar y resolver los asuntos que son sometidos al 
conocimiento de las autoridades; no en otro sentido Rocha Alvira señala:  
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La noción vulgar o corriente de probar la recoge y la tecnifica la ley para que las 
partes interesadas en un litigio sepan a qué atenerse en cuanto al modo de hacerlo, 
pero antes que en la ley ya existe en las relaciones sociales: es averiguar la verdad 
de una cosa, justificarla, hacerla presente. (1967, p23) 
Así, en el derecho penal, escenario donde se debaten temas tan sensibles para la sociedad 
como son la comisión de delitos y la responsabilidad que las personas puedan tener en aquellos; 
la prueba es base fundamental por ser el mecanismo mediante el cual las partes, en pro de 
obtener una decisión favorable a sus pretensiones (sentencia condenatoria o absolutoria) llevan al 
juez el conocimiento suficiente; en el caso de la Fiscalía General de la Nación, las circunstancias 
en que se dieron los hechos considerados delictivos y la participación del individuo
6
; en el de la 
defensa (material y técnica), que el hecho no ha existido o que de existir no es un delito o que 
siéndolo el acusado no lo cometió, al igual que aquellos referentes a la concurrencia de 
situaciones que atenúan, justifican o exculpan el delito. Por tanto, la prueba es el instrumento que 
permitirá al fallador, adoptar la decisión correspondiente siempre que la misma se produzca 
dentro de los parámetros de legalidad, ofrezca credibilidad, se contraste con otros medios 
probatorios, es decir, se realice su valoración según criterios legales
7
. En este sentido, Ferrajoli 
(1997) hace referencia a la prueba como garantía procesal, señala que al juez le corresponde 
dirimir la contienda que resulta entre dos hipótesis contrapuestas, la primera constituida por la 
carga de la prueba que soporta la acusación, que para nuestro sistema es la prueba de cargo que 
ofrece la fiscalía como ente acusador, la cual se confronta con la carga de la contraprueba o 
refutación que respalda la contra-hipótesis de la defensa; de tal forma que para garantizar una 
estricta jurisdiccionalidad, al juez le corresponde adoptar una decisión imparcial y motivada 
sobre la verdad procesal fáctica luego de ensayar todas y cada una de las hipótesis presentadas 
por las partes enfrentadas. Esquema triangular que el jurista sintetizó así: 
De aquí el valor de la separación, según un esquema triangular, entre acusación, 
defensa y juez: si la acusación tiene la carga de descubrir hipótesis y pruebas y la 
defensa tiene el derecho de contradecir con contrahipótesis y contrapruebas, el 
juez cuyos hábitos profesionales son la imparcialidad y la duda, tiene la tarea de 
                                                             
6
 La ley 906 de 2004, dispone en el primer inciso del artículo 381 que “Para condenar se requiere el 
conocimiento más allá de toda duda, acerca del delito y la responsabilidad penal del acusado, fundado 
en las pruebas debatidas en el juicio”  
7
 De acuerdo con lo establecido en el artículo 380 de la Ley 906 de 2004.  
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ensayar todas las hipótesis, aceptando la acusatoria sólo si está probada y no 
aceptándola, conforme al criterio pragmático del favor rei, no sólo si resulta 
desmentida sino también si no son desmentidas todas las hipótesis en 
competencia con ella. (Ferrajoli, 1997, p18) 
Lo anterior, guarda correspondencia con lo expuesto a principios del siglo XIX por el 
jurisconsulto inglés Jeremías Bentham (2000), quien tildó como arte la producción de la prueba, 
la cual adquiere mayor significación en los tribunales por tratarse del sitio al que acuden dos 
partes contendientes para confrontarse en un verdadero ataque y defensa soportado en pruebas, 
para finalmente, una vez concluido el debate, confiar la decisión a un hombre superior en 
sabiduría y dignidad, personificado en el juez, quien decide con imparcialidad.   
En la acepción común el arte de la prueba parece que se aplica más 
particularmente a la práctica de los tribunales; éste es un punto saliente, y allí es 
donde se reconoce mejor su importancia, y en donde se cree que existe o puede 
existir bajo el método más perfecto. Ciertamente todo contribuye en una causa 
jurídica, a mostrar este arte con mayor brillo: ambas partes contendientes alegan 
con anticipación los hechos; el ataque y la defensa se confían a prácticos 
ejercitados en este género de esgrima; se ve en un campo estrecho a los 
adversarios adelantarse y retroceder a medida que un hecho se prueba o se 
reprueba; y en fin el fallo o decisión se comete a hombres que uno se complace en 
creerlos tan superiores en sabiduría, como en dignidad, a unos hombres que por 
su estado están dedicados a pasar los hechos con imparcialidad y a defenderse 
contra las ilusiones. (Bentham, 2000, p 11) 
Adicionalmente, a continuación se relacionan autores para quienes la prueba, en materia 
penal se concibe como aquel conjunto de actos dirigidos a demostrar la verdad real de un hecho 
y como tal está constituida por los medios y procedimientos que se utilizan para llevar la 
convicción al juez.  
Chaia (2010) define la prueba como:  
La actividad procesal llevada adelante con el fin de obtener certeza judicial según 
el criterio uniformemente utilizado de ―verdad real‖ sobre la imputación dirigida 
al sospechoso o de cualquier otra afirmación o negación de interés; realizada por 
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medios y procedimientos previstos por la ley y aceptados socialmente, que 
tienden a provocar la convicción del juez, en mayor o menor grado de 
conocimiento, acerca de la existencia o inexistencia de un hecho pasado o de una 
situación de hecho afirmada por las partes, a propósito de verificar si se ha 
vulnerado el orden jurídico y, en su caso, imponer la sanción que 
corresponda.(p27-28) 
Por su parte para Morales Marín (2014): 
Las pruebas Penales pretenden hallar el conocimiento indispensable acerca del 
delito cometido, de sus autores o partícipes y de todos los elementos que a ellos 
se refieren o que con ellos están vinculados, con el fin de decir el derecho que 
corresponda, aplicando justicia al caso concreto. (p 227-228) 
Siguiendo con Palacio (2000) afirma que: 
La prueba es el conjunto de actos procesales, cumplidos con el auxilio de los 
medios previstos o implícitamente autorizados por la ley, y encaminados a 
generar la convicción judicial acerca de la existencia o inexistencia, la veracidad 
o la falsedad, de los hechos sobre los cuales versa la imputación. (p12) 
Por lo anterior, es preciso señalar que las actuaciones procesales con las que se pretende 
determinar la existencia de un hecho considerado contrario a la normatividad penal, no es un acto 
exclusivo y reservado para el ente acusador, sino que también le interesa a la parte conformada 
por el acusado y su abogado defensor, que en igualdad de condiciones acuden al juez para 
demandar una decisión que se ajuste a lo que cada una le demuestre en el juicio. Ello implica 
entonces, que la sentencia proferida por el fallador no corresponda a su deseo íntimo de evitar 
dejar impune la comisión de un delito o de absolver a un individuo que por una u otra 
circunstancia haya tenido empatía, sino al conocimiento serio y concreto que obtuvo de las 
pruebas en cuya práctica medió; siendo indispensable entonces para el juez garantizar el 
principio de contradicción y el conocimiento de las pruebas por la contraparte, a efectos de no 
conculcar el derecho a la igualdad de armas de que son titulares, ya que tal y como sostuvo desde 
décadas atrás Rocha Alvira (1967): 
Dentro de esos principios, ha dicho la Corte, los de contradicción y publicidad 
son fundamentales e ineludibles para las partes frente al juez que ha de juzgar el 
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mérito de la prueba, porque presuponen la igualdad de derechos de ellas en el 
litigio y la lealtad como contendientes; para ninguna existe la prueba oculta ni la 
que, por lo menos en principio, no sea susceptible de impugnación. (p150) 
 
2. ¿Para qué sirve la prueba, en el proceso penal? 
Para la Fiscalía General de la Nación, cuando  acusa a un individuo, el fin de la prueba no es otro 
que llevar conocimiento al juez, más allá de duda razonable, acerca de los hechos y sus 
circunstancias así como de la responsabilidad penal del acusado, como autor o partícipe, según lo 
señalado en el artículo 372 del ordenamiento penal adjetivo. Esta carga probatoria en cabeza del 
acusador estatal se fundamenta en que todo individuo respecto de quien se dirija la acción penal 
está amparado por la Presunción de Inocencia
8
, que debe desvirtuarse mediante pruebas para 
lograr la condena que materializa la imposición de la sanción (prisión, multa, etc.) que el 
Legislador ha establecido para los infractores de la ley penal. 
 En este orden de ideas, para dar respuesta al cuestionamiento aquí planteado, una de las 
posibilidades es tener en cuenta el criterio de pertinencia probatoria del que habla el artículo 375 
de la Ley 906 de 2004, bajo el entendido que a través de la prueba se pretende demostrar la 
ocurrencia de determinado delito, las circunstancias en que ocurrió, las consecuencias de su 
comisión, al igual que la identidad y responsabilidad penal del procesado, con el propósito de 
llevarle convicción al juez acerca de cada aspecto mencionado y en esta forma pueda proceder a 
realizar una valoración conjunta de todo el material probatorio como soporte de su decisión final, 
obedeciendo, claro está, a la sistemática señalada por la normatividad adjetiva, tal y como lo 
expone Morales Marín (2014)  
Un conocimiento más preciso y profundo acerca de las Pruebas Penales se 
obtiene a partir de la debida interpretación de las normas que regulan la 
demostración acerca de la existencia de la conducta punible y la real autoría o 
participación en ella. Y, así, cuando comprendemos en toda su extensión el 
contenido de los artículos 373 y 382 del Código de Procedimiento Penal, 
consagrado en la ley 906 de 2004, que se refieren a la libertad de medios 
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 La Constitución Nacional señala en el tercer inciso del artículo 29 que “Toda persona se presume 
inocente mientras no se le haya declarado judicialmente culpable.”  
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probatorios, y el contenido de los artículos 380, 404, 420 432, 441 de la misma 
obra, que alude a la apreciación de las pruebas, tenemos que aceptar que la 
finalidad del sistema probatorio penal consiste en la racional convicción del 
funcionario judicial, con fundamento en cualquier medio probatorio legalmente 
aducido al Juicio oral y valorado conforme a la técnica y la ciencia, sin sujeción a 
tarifa legal alguna, con el fin de realizar la justicia al caso concreto. (p 39-40) 
Respecto al rol que asume la defensa, puede considerarse que existe liberalidad en cuanto 
a la solicitud y práctica de pruebas, pues al contrario de la fiscalía, aquella no está obligada a 
presentarlas al juez, pues en su favor está la Presunción de Inocencia que cobija a la persona 
sujeta a la acción penal durante todo el proceso. 
Sin embargo, si la estrategia es la de una defensa activa, lo lógico es que las 
contrapruebas o pruebas de refutación que presente, busquen resquebrajar la hipótesis acusatoria 
y así lograr mantener incólume la presunción de inocencia que favorece al acusado, o demostrar 
que el hecho no existió o que no es delito y conforme a ello obtener la absolución. 
Téngase presente que el artículo 29 de la Constitución Política de Colombia señala que 
toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable; 
norma replicada por el artículo 7 de la Ley 906 de 2004 como principio rector, que señala en 
igual forma que le corresponde al órgano de persecución penal la carga de la prueba acerca de la 
responsabilidad penal y que la duda que se presente se resolverá a favor del procesado y en 
ningún caso podrá invertir esta carga probatoria. Concluye la norma indicando que para proferir 
sentencia condenatoria deberá existir convencimiento de la responsabilidad penal del acusado, 
más allá de toda duda.  
Las anteriores disposiciones implican que la inocencia de una persona que es sujeto 
pasivo de la acción penal, es una verdad preexistente que debe ser desdibujada o desvirtuada por 
la Fiscalía a través de la práctica probatoria en juicio, siendo el juez quien tome la decisión 
conforme a la valoración de las pruebas presentadas por aquella y la defensa, de considerar si la 
Presunción de Inocencia se mantuvo o no, y así absolver o condenar, como lo postula el artículo 
381 del Código de Procedimiento Penal.  
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Igualmente, tales disposiciones conllevan la regla consistente en que el juez en el 
momento de decidir y encontrarse frente a la duda, debe resolverla a favor del procesado; por 
tanto, si esa duda surge o emerge del proceso de valoración que de las pruebas hace el operador 
judicial cuando les asigna o no eficacia, es obligatorio que mencione en su decisión las razones 
de ello, valiéndose de la lógica y la experiencia, como parte de la sana crítica. En esta forma lo 
afirmó Bustamante Rua et al. (2010) al señalar que:  
La presunción de inocencia en el proceso penal tiende a verse no como un 
presupuesto orientado al descubrimiento y determinación de la verdad de los 
hechos, sino a hacer posible para el acusado el desarrollo de todas las defensas y a 
verificar si las pruebas presentadas por la parte acusadora son o no suficientes 
para vencer la presunción de inocencia. (P185-186) 
Conforme a lo anterior, puede que la prueba producida en el juicio luego de ser valorada 
por el juez, en realidad no le genere el conocimiento claro y concreto que se le pretendió aportar, 
y por ende éste no le dé valor persuasivo de demostración, sin embargo no por ello, puede 
considerarse que existe una duda que deba resolverse a favor del procesado, pues pueden existir 
otras pruebas que aunque no científicas, le muestren que el suceso que no se probó en efecto si se 
produjo. 
De otra parte, en lo que atañe a la prueba pericial, si de lo que se trata es de no otorgarle 
valor en la medida que no le llevo al juez el convencimiento requerido, no puede desconocerse 
que éste tiene la obligación de motivar fundadamente las razones de ello, sin que pueda 
desvalorarla con su conocimiento propio; por tanto, le es exigible acudir a otras razones 
científicas o de conocimiento especializado que le permitan razonadamente justificar tal postura. 
En tal sentido la Corte Constitucional, frente a la valoración de la prueba pericial se 
pronunció en las Sentencias T 078 de 2010 (Corte Constitucional, Sala Novena de Revisión, ST 
078-T2418585, 2010) y T 171 de 2006, (Corte Constitucional, Sala Octava  de Revisión. ST 
171-T-1226076, 2006) así: 
La Corte Constitucional ha señalado que el derecho a la prueba constituye uno de 
los principales ingredientes del debido proceso, así como del derecho al acceso a 
la administración de justicia y el más importante vehículo para alcanzar la verdad 
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en una investigación judicial.  Por tanto, las anomalías que desconozcan de 
manera grave e ilegítima este derecho, constituyen un defecto fáctico que, al 
vulnerar derechos fundamentales, pueden contrarrestarse a través de la acción de 
tutela. Así, con las decisiones atacadas, los fiscales no sólo incurren en una causal 
de procedibilidad en la modalidad de defecto fáctico sino que violan directamente 
la Constitución pues contrarían el derecho de acceso a la justicia, el debido 
proceso y violan el precedente constitucional según el cual el testimonio del 
menor abusado debe ser debidamente ponderado. 
Así pues, al tenor de las reglas de la sana crítica, son los profesionales de la salud, 
como cualquier perito, los que determinan qué técnicas utilizan pues son ellos 
quienes tienen los conocimientos que les permiten llegar a conclusiones que 
auxilian a la actividad judicial. 
A este respecto sólo valga agregar lo siguiente: (i) el hecho de que los exámenes 
forenses o los peritazgos no sean vinculantes al fiscal no significa que éste pueda 
apartarse arbitrariamente de los mismos, concluyendo de su propia autoría, 
evaluaciones médicas que el dictamen médico no contiene; es claro que a la luz 
de la sana crítica, la desestimación de las conclusiones de un peritazgo deben ser 
razonable y científicamente fundadas.(ii) Tampoco se compadece con los 
dictados de la sana crítica que se convoque a los expertos a este tipo de casos y 
luego se contraponga, al dictamen del profesional, la opinión individual del fiscal 
en un área ajena a su incumbencia. (Corte Constitucional, Sala Novena de 
Revisión, ST 078-T2418585, 2010) 
Respecto de lo expuesto y en procura de contestar la pregunta inicial de ―¿Para qué sirve 
la prueba en el proceso penal?‖ se puede señalar que la prueba en el proceso penal constituye una 
auténtica garantía para las partes enfrentadas e incluso es la herramienta que fortalece la labor 
del juzgador al tomar una decisión imparcial e independiente, aun cuando en el sentir o querer de 
la ciudadanía se pretenda una condena o una absolución contraria a la realidad probatoria, 
situación que se presenta actualmente como resultado de la mediatización de las investigaciones 
judiciales. En alusión a éste punto Ferrajoli (2004, p26, 27) enseña que la jurisdicción, 
representada por el juez, debe ser garante de los derechos fundamentales del ciudadano en 
procura de evitar abusos de los poderes públicos; lo cual se logra únicamente cuando el juzgador 
se encuentra sujeto a los cánones de la constitución y permanece imparcial e independiente a 
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cualquier vínculo con los poderes de la mayoría. Como para el proceso penal no se puede aplicar 
los mismos parámetros que rigen una democracia, la prueba a través de su función garantizadora 
es la que le permite al juez adoptar una decisión acorde a la exigencia del caso. Al respecto 
explica con mayor profundidad Ferrajoli (2004) que:  
En esta sujeción del juez a la Constitución, y, en consecuencia, en su papel de 
garante de los derechos fundamentales constitucionalmente establecidos, está el 
principal fundamento actual de la legitimación de la jurisdicción y de la 
independencia del poder judicial de los demás poderes, legislativo y ejecutivo, 
aunque sean —o precisamente porque son— poderes de mayoría. Precisamente 
porque los derechos fundamentales sobre los que se asienta la democracia 
sustancial están garantizados a todos y a cada uno de manera incondicionada, 
incluso contra la mayoría, sirven para fundar, mejor que el viejo dogma 
positivista de la sujeción a la ley, la independencia del poder judicial, que está 
específicamente concebido para garantía de los mismos. En consecuencia, el 
fundamento de la legitimación del poder judicial y de su independencia no es otra 
cosa que el valor de igualdad como igualdad en droits: puesto que los derechos 
fundamentales son de cada uno y de todos, su garantía exige un juez imparcial e 
independiente, sustraído a cualquier vínculo con los poderes de mayoría y en 
condiciones de censurar, en su caso, como inválidos o como ilícitos, los actos a 
través de los cuales aquéllos se ejercen. Este es el sentido de la frase «¡Hay jueces 
en Berlín!»: debe haber un juez independiente que intervenga para reparar las 
injusticias sufridas, para tutelar los derechos de un individuo, aunque la mayoría o 
incluso los demás en su totalidad se unieran contra él; dispuesto a absolver por 
falta de pruebas aun cuando la opinión general quisiera la condena, o a condenar, 
si existen pruebas, aun cuando esa misma opinión demandase la absolución. 
 
3. Prueba pericial. 
En la normatividad colombiana, son admisibles como medios de conocimiento todo aquello 
consagrado en la ley o cualquier otro de carácter técnico-científico que no viole el ordenamiento 
jurídico
9
, correspondiendo a los primeros: la prueba testimonial, la prueba pericial, la prueba 
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 Según lo dispuesto en el artículo 373, Ley 906 de 2004.   
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documental, la prueba de inspección, los elementos materiales probatorios y la evidencia física 
(Ley 906, 2004, art. 382) 
Dentro de éste catálogo de pruebas, sin lugar equivoco, la pericial se caracteriza por ser la 
más técnica, especializada y en los casos donde se utiliza, la que más certidumbre le otorga al 
juzgador, claro ésta cuando ha sido producida bajo estrictos cánones que determinan el rigor con 
que se produjo, como pueden ser el profesionalismo del perito, su conocimiento de la ciencia, 
arte u oficio, su ética e imparcialidad, el grado de aceptación de los métodos, entre otros. Así, 
como lo afirma Morales Marín (2014) ―El perito adquiere, entonces, relevancia y forma parte 
importante de las investigaciones penales, pues los hechos probados pericialmente ofrecen mayor 
garantía de acierto‖ (p62) 
De gran complejidad resulta arribar a un concepto simple y hermético de la prueba 
pericial, entendida como aquella a través de la cual se lleva conocimiento al juez acerca de 
aspectos que superan su conocimiento en materias puntuales como la ciencia, la técnica, el arte u 
oficios especializados, ello a través del testimonio de un perito o experto en esos temas. Sobre el 
tema Arenas Salazar (2003) aborda la definición de prueba pericial en los siguientes términos:  
Existen objetos de conocimiento de una especial complejidad intrínseca que los 
torna inconocibles o muy difícilmente conocibles para las personas que no tengan 
especial capacitación en esa área de la ciencia, del arte o de las técnicas. En estos 
casos, las normas probatorias permiten que el juez busque auxilio en los expertos, 
quienes aportarán al proceso un medio de prueba que se conoce como peritaje o 
peritación. (p 159) 
Por su parte Peña Peña (2012) menciona que:  
Esta prueba se contrae al dictamen o plácito, cuya naturaleza jurídica ha sido 
objeto de variedad e intensa discusión, pues se ha discurrido sobre si el perito es 
un testigo, un juez, un árbitro, un mandatario o acaso un auxiliar del juez. La 
prueba, en todo caso, es procedente para verificar hechos que interesan al 
proceso y requiere especiales conocimientos científicos, técnicos o artísticos y 
tanto las partes como el juez pueden solicitarla, o este último -según Nicola 
Framarino Dei Malatesta en su Teoría general del proceso y de la prueba- 
ordenarla oficiosamente cuando: sea incapaz de juzgar acerca de determinada 
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cosa (...) siempre que se trate de cosas que no caen bajo la percepción común. 
Es preciso no olvidar nunca que no basta que las pruebas produzcan certeza 
individual en el juez, sino que además deben ser tales, que despierten certeza en 
cualquier otro hombre racional (...) De ahí que sea necesario recurrir a la 
peritación siempre que cualquier otro hombre razonable, de condiciones 
culturales normales y ordinarias, sea incapaz de juzgar. (p158) 
En el derecho comparado se encuentran definiciones tales como:  
La prueba pericial ha sido definida como aquella que se realiza para aportar al 
proceso las máximas de la experiencia que el juez no posee o no puede poseer y 
para facilitar la percepción y la apreciación de los hechos concretos objeto del 
debate. ((Gómez Orbaneja, E. (1977) citado por Climent Duran. C. (1999, 
p.463)) 
El Tribunal Supremo Español, en sentencia del 28 de octubre de 1997, se refiere 
a la prueba pericial como una prueba de auxilio judicial para suplir la ausencia 
de conocimientos científicos o culturales de los jueces, porque en definitiva, y 
como medio probatorio, ayuda a constatar la realidad no captable directamente 
por los sentidos, en manifiesto contraste con la prueba testifical o la de 
inspección ocular (o reconocimiento judicial). (Bedoya Sierra, 2008, p 173-174)  
Cuando conocimiento científico, técnico o especializado sea de ayuda para el 
juzgador entender la evidencia o determinar un hecho en controversia, un 
testigo capacitado como perito en relación con la materia sobre la cual va a 
declarar podrá testificar en forma de opiniones o de otra manera. (Chiesa 
Aponte, 1995, p331) 
Ahora bien, es regla general que las personas concurren a un juicio a declarar sobre 
aquellas circunstancias que personalmente han presenciado, sin ser admisibles sus opiniones; 
empero, la prueba pericial es una excepción a esta regla, ya que el perito es llamado a declarar 
sobre situaciones que no ha vivido, pero debido a sus conocimientos se convierte en la persona 
idónea para rendir opiniones sobre una materia que el juzgador no conoce. (Bedoya Sierra, 2008, 
p 173). 
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La Corte Constitucional en sentencia C-124 de 2011, se refirió a las características e 
importancia de la prueba pericial en el ordenamiento procesal penal, en los siguientes términos:    
La doctrina tradicional en materia probatoria confiere al dictamen pericial 
una doble condición: Es, en primer término, un instrumento para que el juez 
pueda comprender aspectos fácticos del asunto que, al tener carácter 
técnico, científico o artístico, requieren ser interpretados a través del 
dictamen de un experto sobre la materia de que se trate.  En segundo lugar, 
la experticia es un medio de prueba en sí mismo considerado, puesto que 
permite comprobar, a través de valoraciones técnicas o científicas, hechos 
materia de debate en un proceso.  Es por esta última razón que los 
ordenamientos procedimentales como el colombiano, prevén que el 
dictamen pericial, en su condición de prueba dentro del proceso 
correspondiente, debe ser sometido a la posibilidad de contradicción de las 
partes, mediante mecanismos como las aclaraciones, complementaciones u 
objeciones por error grave. (Corte Constitucional, C-124-ED-8217, 2011) 
 
Por lo anterior, se ha enfatizado en que a través de la prueba pericial se pretende llevar al 
juzgador especiales conocimientos técnicos, científicos o artísticos que permitan dilucidar la 
controversia planteada; situación que debe materializarse aun cuando el juez pueda tratarse de un 
experto en el tema objeto de la pericia, ya que resultaría un exabrupto que esgrimiera la doble 
condición de testigo perito y de juez, o que entrara a resolver de plano sin la producción de esta 
prueba. De acuerdo con ello, Parra Quijano (2011) refirió esta posibilidad:  
Si, verbigracia, se necesitara un dictamen pericial sobre un tema en el cual el 
juez se encontrara especialmente capacitado, de todas maneras habría que 
practicar la prueba, pues lo contrario, esto es, que el funcionario se atuviese a 
sus propios conocimientos, por profundos que sean, sería tanto como que sin 
necesidad de testimonios, documentos, etc., tuviera por acreditados 
determinados hechos; los conocimientos del juez le servirán para valorar en 
mejor forma la prueba, al igual que cuando conoce personalmente los hechos, 
para estimar el testimonio. (p585) 
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Bajo el anterior contexto podemos indicar que la prueba pericial es un medio probatorio 
con el que se pretende llevar al juez un conocimiento por parte de una persona que sin ser testigo 
del hecho, si es experta en la ciencia, técnica, arte o especialización, que se relaciona con el 
aspecto sometido a debate en el respectivo proceso y bajo tal posición puede emitir una 
valoración sobre el objeto sometido a pericia.  
Puntualizado ello, corresponde hacer referencia al sujeto que encarna esta clase de 
pruebas, que no es otra que el perito, a quien se puede definir, por obvio que parezca, como la 
persona que tiene los conocimientos científicos, técnicos, artísticos o especializados que lo 
capacitan para efectuar las valoraciones requeridas por la autoridad en el transcurso de un 
proceso, o en palabras de Ellero (1968) ‖es el encargado de realizar la comprobación y un juicio 
de hecho acerca de una cosa dada que excede el propio conocimiento del juez.‖ (p167) 
La definición suministrada por Guasp (1968), citada en la obra de Walters Pomares 
(2003, p171), establece al perito como ―la persona que, sin ser parte, emite con la finalidad de 
provocar la convicción judicial en un determinado sentido, declaraciones sobre datos que había 
adquirido ya índole (sic) procesal en el momento de su captación.‖ 
Duce y Riego (2009) en su obra señalan: 
En términos generales, los peritos son personas que cuentan con una experticia 
especial en un área de conocimiento, derivada de sus estudios o especialización 
profesional, del desempeño de ciertas artes o del ejercicio de un determinado 
oficio. Lo que distingue al perito de un testigo cualquiera es que el perito es 
llamado al juicio para declarar algo en lo que su experticia es un aporte para el 
mismo y que le permite dar opiniones y conclusiones relevantes acerca de 
diversas cosas.(p415) 
Lo anterior, es compartido por Silva Vargas, P. & Valenzuela Rodríguez, J.J. (2011) 
quienes en su tesis de grado, en forma didáctica refieren al perito como ―un tercero ajeno al 
juicio, lo que implica que no tuvo ninguna clase de participación en los hechos que se están 
discutiendo, ni una relación directa con ninguna de las partes‖ (p27)  
De lo expuesto, se puede concluir que el perito concurre al proceso en virtud de sus 
conocimientos especiales en cada uno de los aspectos antes señalados, pero sin tener un 
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conocimiento previo y directo de los hechos objeto del debate probatorio; y que además debe 
cumplir con determinadas condiciones objetivas referidas a la experiencia, conocimiento e 
idoneidad, igualmente, debe acreditar unas características de orden subjetivo relacionadas con su 
ética y moralidad; so pena que al desconocer alguno de estos parámetros se pueda colocar en 
riesgo, además del proceso, a la propia administración de justicia. Es bajo esta óptica que el 
doctor Arenas Salazar (2003) hizo esta acertada crítica:  
Uno de los peores lastres en la administración de justicia en Colombia, es que 
en las dependencias oficiales encargadas de servir de auxilio de la justicia 
aparecen con el cargo de peritos personas sin ninguna clase de capacitación o 
con capacitación muy deficiente. A estas posiciones se llega de ordinario por 
motivos completamente extraños a la suficiencia académica y profesional. 
(p162) 
Es por ello, que la ley procedimental se ha ocupado de establecer quiénes pueden y no 
pueden ser nombrados peritos, siendo pertinente mencionar a título de ejemplo lo ordenado en la 
normatividad adjetiva penal (ley 906, 2004, art. 408, 409), conforme a la cual para poder 
desempeñarse como perito, la persona deberá contar con título legalmente reconocido en la 
respectiva ciencia, técnica o arte; o en el evento de no poseerlo, deberá tener un reconocido 
entendimiento en estas áreas, cualificación para la cual se podrán utilizar todos los medios de 
prueba admisibles, incluido el testimonio de quien comparece como perito. Reglón seguido 
dispone la norma que no podrán ser nombrados peritos los menores de edad, interdictos y 
enfermos mentales; quienes hayan sido suspendidos en el ejercicio de la ciencia, técnica o arte 
por el término de esa suspensión; o los que hayan sido condenados por algún delito, a menos que 
se encuentren rehabilitados.  
Normatividad que conforme a su contexto impone a las partes el desarrollo de un mínimo 
esfuerzo para acreditar en debida forma la idoneidad, experiencia y conocimiento previo sobre el 
área de conocimiento que será objeto de experticia, con el propósito de evitar la concurrencia al 
proceso de personas que no reúnen estos requisitos mínimos; actuación con la cual, en palabras 
del doctor Arenas Salazar (2003) ―sería muy benéfico para la administración de justicia que se 
hicieran comprobaciones reales y no solamente formales de la idoneidad de los peritos oficiales y 
no oficiales … A parte de ello sirve mucho ésta medida a las personas que ejercen con 
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suficiencia  esta labor tan importante, porque se purifica, se sanea su profesión que está cayendo 
en tanto descrédito.‖ (p 176)    
Por tanto, en lo relacionado al aspecto subjetivo del perito, las partes y el juez deben velar 
por que además del cumplimiento de los requisitos que reflejan su idoneidad, conocimiento y 
experiencia, se refleje también su imparcialidad, autenticidad o veracidad de sus declaraciones; 
por cuanto de su integridad moral dependerá en alto grado la credibilidad de sus valoraciones y 
la adecuada aplicación de justicia para el caso en concreto; aspectos que según lo explicado por 
Arenas Salazar (2003) corresponde a la moralidad y ética del perito; ello lo orienta en los 
siguientes términos: 
Así como en el testimonio se examinan requisitos de ciencia y veracidad, en el 
peritaje no es nunca suficiente verificar todos los factores de ciencia, como 
aquellos que permiten al perito conocer adecuadamente o que lo califican como 
apto para realizar un proceso de conocimiento especializado. Es absolutamente 
imprescindible examinar los factores atinentes a la veracidad, a la sinceridad, y, 
en otras palabras, a la moralidad del testigo. (p 169-170) 
El mismo autor más adelante, haciendo mención a la necesidad de que el perito posea una 
adecuada estructura ética para evitar que se pueda incurrir en maniobras engañosas que afecten el 
debido proceso, resalta que ―La ética ya no existe cuando el punto de arrancada es una mentira, 
un engaño, un fraude. Cuando a sabiendas de su falta de idoneidad se atreve a actuar como 
experto, es un verdadero asaltante a de la buena fe‖ (Arenas Salazar, 2003) 
En conclusión, para garantizar que la prueba pericial que ingresa al proceso sea legitima, 
adecuada, completa y por tanto fiable, no basta con tener la certidumbre acerca de la idoneidad, 
conocimientos fundados o experiencia del perito en la rama del saber correspondiente, sino que 
con la misma importancia, debe tenerse precaución con las situaciones que acreditan su solvencia 
ética y moral; teniendo especial cautela cuando existen situaciones que ocasionen la declaratoria 
de impedimento o recusación del perito, que básicamente son las mismas señaladas para el juez.  
Ahora bien, corresponde realizar una breve referencia a los pasos que siguen en la 
consolidación de toda prueba pericial, que atendiendo las enseñanzas de Climent Duran (1999) 
―atañen al del reconocimiento o percepción del objeto a peritar, las operaciones técnicas o el 
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análisis a realizar por el perito y la deliberación y redacción de conclusiones por parte del 
experto.‖ (p465) 
Así, la primera fase señalada se refiere al contacto que realiza el experto con el objeto a 
estudiar, en el que efectúa un minucioso reconocimiento a lo que será motivo de análisis y 
valoración; actuación que deberá quedar reflejada en el informe que respalda su labor. Aspecto 
de gran importancia, ya que en esta forma quedarán establecidas todas las características del 
objeto materia de pericia, empezando con la forma como se haya obtenido, su estado de 
conservación, lugar de ubicación, tiempo transcurrido entre su hallazgo y el análisis, etc., que 
serán el soporte de la labor independiente o autónoma del experto al realizar su estudio; 
entendiéndose como trabajo independiente, por cuanto el objeto sometido a análisis es el que 
debe ―hablar‖ por sí solo, de tal forma que quien lo valora, analiza o estudia (perito) es el 
encargado de ―traducir‖ a través de la experticia lo que demuestra el objeto estudiado. En esta 
forma también lo entiende Rodríguez Mora (2005) quien al referirse a este punto en materia 
penal, sin desconocer otras ramas del derecho, afirma:  
En la indagación e investigación las partes encontrarán objetos materiales de 
prueba y evidencia física, como también hechos de la naturaleza como del 
hombre que sólo se puedan analizar, estudiar y explicar a partir de un 
conocimiento especial que no es en la mayoría de los casos el jurídico sino el de 
otras ciencias, técnicas, artes y tecnologías; de allí que se haga necesario para 
tales efectos la procedencia de un informe pericial por parte de expertos del 
Instituto nacional de Medicina Legal y ciencias Forenses, de miembros expertos 
de la Policía Judicial o de cualquier profesional, técnico, tecnólogo que 
perteneciendo a una institución pública o privada pueda verificar 
científicamente la existencia y naturaleza de ese elemento material de prueba, 
evidencia física, hecho de la naturaleza o del hombre que existe en la realidad 
ontológicamente considerada relevante para la indagación o investigación que 
realiza bien por la Fiscalía, el imputado o su defensor con miras a demostrar en 
juicio oral y público sus conclusiones, de manera que el objeto o hecho a 
analizar por parte del perito es en principio ajeno a la controversia jurídica, 
eminentemente neutro y objetivamente aprehendido dado que al avocar el 
estudio encomendado el perito desconoce cuál será el resultado de su análisis y 
no le compete ni sabe si el informe pericial sirva de apoyo a la tesis jurídica de 
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la parte que lo ha solicitado, entre otras cosas porque el perito tan solo conoce 
un fragmento de ―la realidad procesal pretendida‖ por la parte solicitante.  
La alusión que precede, se relaciona con el primer contacto que realiza el perito con el 
objeto que será sometido a su estudio, el cual deberá pasar un filtro primario concerniente a la 
forma cómo fue obtenido el elemento o la muestra que será sometida a pericia, ya que así se 
blinda la prueba de intereses extraños, como cuando ha mediado violencia, extorsión, presiones 
de terceros con intereses personales, etc. , o lo que en palabras de Morales Marín (2014) 
constituyen un auténtico juicio de legalidad en materia penal; en términos no ajenos a otras 
ramas del derecho: 
La legalidad de la prueba presupone la observancia y efectivo cumplimiento del 
debido proceso probatorio, el cual comprende de igual manera el aspecto 
jurídico y también el aspecto técnico científico. En la indagación e investigación 
de los elementos materiales probatorios y evidencia física, la legalidad depende, 
según el artículo 276 del Código de procedimiento Penal, ―de que en la 
diligencia en la cual se recoge o se obtiene, se haya observado lo prescrito en la 
Constitución política, en los Tratados Internacionales sobre derechos humanos 
vigentes en Colombia y en las Leyes.‖ (p.247) 
Pasado el filtro primario mencionado, la labor de reconocimiento del perito debe ser lo 
más descriptiva y fiel posible, ya que de esta actividad se desprende si el objeto es el mismo 
sobre el cual se solicitó la pericia, sí está en condiciones y en la cantidad adecuada para ser 
estudiado, si pudo ser manipulado, alterado o cualquier otra situación que pueda incidir en los 
resultados del análisis y, en consecuencia, en la calidad y fiabilidad de la pericia.  
De ahí el valor que reviste para el proceso, que desde el mismo momento en que se 
realiza el hallazgo del objeto de la pericia (lo que será sometido a estudio persona, cosa, hecho, 
etc.), debe preservarse lo mejor posible para en esta forma allegarlo al experto. Es éste el motivo 
por el que, conforme analizaremos más adelante, en materia de procedimiento penal se creó un 
protocolo de cadena de custodia para que el elemento material probatorio o evidencia física a 
examinar sea recogida, embalada, custodiada y conservada en forma técnica y acorde a la 
exigencia del caso, lo que garantiza en gran medida una buena labor por parte de la persona que 
realizará el estudio.  
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Así, una vez realizado el reconocimiento por parte del perito, le corresponde adelantar 
sobre el objeto de pericia todos los estudios, análisis o exámenes que a bien tengan las partes con 
miras a demostrar la hipótesis de su caso, para lo cual en el informe deberán indicar, no solo las 
actuaciones especializadas que desarrollaron acorde a la rama del conocimiento del que son 
expertos, sino también los métodos, instrumentos utilizados, los principios científicos, técnicos o 
artísticos en que se apoyó para realizar su labor.  
Cumplido lo anterior, el perito culminará esta primera fase de su trabajo indicando los 
resultados o conclusiones de los análisis efectuados sobre el objeto sometido a análisis; informe 
que como se ha mencionado debe ser lo más didáctico y descriptivo posible, sin ser procedente la 
realización de un informe que solo contenga las conclusiones del estudio, por constituir no solo 
un acto desleal hacía la contraparte, sino también generador de engaños, confusiones, 
simulaciones, etc., que de ninguna manera pueden ser admitidos. Sobre lo anterior Arenas 
Salazar (2003) menciona:  
Por tanto es una práctica ilegal producir dictámenes en que se informa una 
conclusión, prescindiendo de la información relativa a la forma como ella se 
obtuvo, omitiendo la información relativa a las condiciones de modo, tiempo y 
lugar en que se practicó la peritación, y finalmente, dejando de suministrar la 
información relativa a los medios, instrumentos, técnicas, herramientas y 
elementos utilizados en el proceso de conocimiento. (p. 172)  
Ahora bien, la contraparte de quien presenta la prueba pericial igualmente debe asumir un 
papel activo dirigido a evaluar si el perito posee las condiciones objetivas y subjetivas para ser 
considerado un experto íntegro en la ciencia, técnica o arte en que dice ser especialista, al igual 
que para establecer si la experticia reúne todas las condiciones de claridad, contundencia, 
congruencia con el caso, entre otros aspectos, de tal forma que al descubrir la ausencia de alguna 
de estas condiciones básicas, deberá optar por refutar bien a la persona del perito, o el contenido 
de su dictamen. Sobre este punto Climent Duran (1999) afirma que: 
La parte que resulta perjudicada por el contenido de un determinado informe 
pericial tiene la posibilidad de combatirlo no sólo mediante la elaboración de 
otro informe pericial que pueda contradecir o cuestionar el informe pericial 
originario, sino también preguntando o repreguntando al perito o a los peritos 
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dictaminantes durante el acto del juicio oral, previa petición de que 
comparezcan personalmente durante la sesión del juicio. (p 549) 
Es así, como en Colombia en materia de procedimiento penal y conforme a las directrices 
de la ley 906 de 2004, la primera forma que se ofrece para refutar en todo o en parte lo que ha 
informado el perito, es a través del contrainterrogatorio, durante el cual se podrá utilizar 
cualquier argumento sustentado en principios, técnicas, métodos o recursos acreditados en 
divulgaciones técnico científicas calificadas, referentes a la materia de controversia (ley 906, 
2004, art. 418); lo que eventualmente puede conducir a que la contraparte, al desacreditar el 
aspecto que le interesa coloque de presente esta situación en los alegatos de conclusión con el 
propósito de que el juez no le otorgue el valor probatorio deseado por su rival o que, por lo 
menos, le genere duda. No obstante, no puede desconocerse que:  
El buen abogado litigante no busca en su contra examen que el perito termine su 
sustentación afirmando una teoría totalmente contraria a la expresada en su 
peritaje escrito, dándole la razón en todo lo que le preguntare. Busca hacerla 
caer, exponer al perito como un improvisado, resaltar las debilidades, 
inconsistencias o vacíos de la pericia, en síntesis, introducir dudas en el 
juzgador sobre el experto y su informe, pero el momento apropiado para 
ponerlas en escena no es durante el contra examen, sino en su alegato final. 
(Yavar Umpiérrez, 2005, p.316-p.332)  
De igual manera, otra forma en la que se puede refutar al testigo-perito, es cuando se 
presentan situaciones que dada la complejidad del tema sometido a pericia, ofrece diversas 
posibilidades de análisis en virtud de la coexistencia de teorías contrapuestas, o utilización de 
técnicas que tienen diferentes procedimientos y que por tanto, las conclusiones de los expertos 
pueden ser de mera orientación o de probabilidad; es a través de una pericia diferente, en el que 
obviamente los resultados pueden diferir de los del perito inicial.  
Es por ello, que en la codificación adjetiva penal el juez no podrá limitar el número de 
peritos que sean llamados a declarar en la audiencia pública por las partes, a menos que se trate 
de prueba impertinente, irrelevante o superflua (ley 906 de 2004, art. 407); en consecuencia, es 
posible que tanto la fiscalía como el bloque de defensa lleven los peritos que consideren 
pertinentes para demostrar su teoría del caso, en cuyo evento, tal y como se mencionó con 
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antelación, es posible llegar a la coexistencia de un peritaje y de un contra peritaje, que en el 
evento de ser decretados como pruebas, impondrá a las partes durante su proceso de producción 
esfuerzos adicionales para conducir en forma clara, concreta y concisa los respectivos 
interrogatorios y contra interrogatorios, ya que de ello dependerá la credibilidad que en mayor o 
menor grado le otorgue el juez a las manifestaciones de los peritos durante el proceso de 
valoración de la prueba, que como se ha indicado, debe ir acompañado del análisis de las demás 
pruebas vertidas en el juicio.  
En estos eventos, le corresponderá al juez resolver cuál de los peritajes le ofrece mayor 
credibilidad y fiabilidad, para lo cual tendrá como fundamento la valoración que efectúe sobre 
las condiciones objetivas y subjetivas del perito, la claridad y contundencia de su experticia, la 
congruencia entre las conclusiones con los hechos debatidos, etc. Así, el poder suasorio de esta 
percepción se afianza en el hecho de que a la prueba pericial no puede otorgársele, en palabras de 
Arenas Salazar (2003, p.181), un ―valor absoluto, ni superior al de otras probanzas‖ toda vez que 
el legislador no le ha otorgado ninguna tarifa legal, y por lo general, las conclusiones que arrojan 
las experticias son de mera orientación, aproximación o probabilidad y deberán ser sometidos al 
análisis y valoración conjunta con el demás acervo probatorio. 
Finalmente, la producción de la prueba pericial se trata de un acto complejo en el que 
debe tenerse en cuenta no solo las condiciones personales, experiencia, idoneidad, conocimiento 
y moralidad del perito, sino también situaciones como la claridad y exactitud del dicho del 
perito, el grado de aceptación de los principios científicos, técnicos o artísticos en que se apoya 
el perito, las herramientas o instrumentos utilizados y la consistencia de su testimonio, entre 
otros aspectos; sin embargo, es posible que el juez en el momento de valorar la prueba pericial 
obtenga elementos de juicio para discernir conclusiones diferentes a la de los expertos como 
puede ocurrir cuando comprueba que la pericia adolece de algún vicio o situación que afecta los 
requisitos y condiciones antes referidos, en torno a la persona del perito o de la experticia misma, 
o cuando se aduce una prueba de refutación o un contra peritaje. 
Arenas Salazar (2003, p.162 p. 174 y 175), en su obra Pruebas Penales hace referencia a 
aspectos que inciden negativamente en la valoración que realiza el juez sobre la credibilidad y 
fiabilidad de la prueba pericial, al verificar asuntos como la falta de idoneidad del experto, la 
identidad del objeto sometido a pericia, falta de preparación y disponibilidad de instrumentos 
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adecuados para rendir el dictamen, la ausencia de imparcialidad o desinterés de parte del perito 
que afecta su moralidad, falta de fundamentos, congruencia, claridad y precisión en la experticia, 
que sumadas a las mencionadas por Devis Echandia (1987, p. 337) como la existencia de 
conclusiones que no son convincentes o que resultan improbables, absurdas o imposibles, 
actuaciones ilícitas, engañosas o fraudulentas; sin lugar a duda se tratan de situaciones que 
afectaran el proceso de valoración del juez sobre esta prueba, y por tanto es posible que 
fundadamente no la valore, o que de hacerlo le reste credibilidad. 
Igualmente es posible que ante las alegaciones de la contraparte, soportadas en un 
adecuado contrainterrogatorio, o el advenimiento de una prueba que refute el contexto o 
contenido de la pericia, o que se produzca un contraperitaje, el juez llegue a conclusiones 
diferentes a las que entregó el perito, forma a través de la cual se convalida en palabras de 
Arenas Salazar (2003) ―el juez es ―perito de peritos‖, que debe ejercer su función de manera 
soberana, sin declinaciones ni implícitas delegaciones‖.   
 
4. Prueba pericial en el proceso penal colombiano. 
 
Según el actual Código de Procedimiento Penal Colombiano, la prueba pericial es procedente 
cuando sea necesario efectuar valoraciones que requieran conocimientos científicos, técnicos, 
artísticos o especializados. (Ley 906, 2004, art. 405) 
Es importante señalar que el sistema de investigación penal en Colombia sufrió una gran 
variación con la modificación realizada a los artículos 250 y 251 de la Constitución Política a 
través del artículo 2º del acto legislativo Número 3 de 2002, que se materializó con la 
promulgación de la ley 906 de 2004, a partir de la cual se implementó paulatinamente en el país 
el denominado sistema penal oral con tendencia acusatoria.  
Las disposiciones constitucionales en comento, enmarcan las principales funciones y 
atribuciones de la Fiscalía General de la Nación en cabeza del Fiscal General y/o sus delegados, 
siendo la preponderante el adelantamiento de la acción penal mediante la investigación de los 
hechos que revistan las características de delito (Const., 1991, art. 250). Y es precisamente esa 
función investigativa del ente acusador la que presentó el cambio más trascendental, por cuanto 
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la producción de la prueba sufrió una profunda transformación pues ya no es ante el fiscal que se 
causa u origina
10
, sino frente al juez, que en últimas es quien las valora y adopta la decisión 
definitiva, siendo la audiencia de juicio
11
 el espacio en que ello ocurre. 
Por lo tanto, la modificación más notable del nuevo proceso penal reside en la producción 
de la prueba, incluida la pericial, toda vez que con anterioridad a la ley 906 de 2004, regía el 
principio de permanencia, según el cual esta se producía desde el momento en que el medio de 
prueba era recolectado por la fiscalía, es decir, justo cuando se tomaban las declaraciones, se 
practicaban las inspecciones, se recibían los dictámenes periciales, etc., aunque ello ocurriera  en 
la fase de indagación e investigación, y eran consideradas como pruebas incluso hasta cuando el 
juez competente emitía el fallo, pese a que no hubiese intervenido en su producción, pero que se 
veía obligado a valorar, excepto que las mismas estuviesen afectadas por situaciones que 
generaran nulidad o inexistencia. Al referirse a las normas que en la ley 906 de 2004 orientan la 
práctica de la prueba pericial, del capítulo III ―Práctica de la Prueba‖, parte III, Bertel Oviedo 
(2009) en forma similar a lo explicado, refirió:  
Este pequeño mandato constituye uno de los cambios más grandes en el proceso 
oral por cuanto antes se allegaba el dictamen de forma escrita y mantenía 
permanencia en todo el trámite. Pero ahora se requiere que en la audiencia 
preparatoria se enuncie o descubra la prueba, que luego el perito comparezca a 
la audiencia pública de juicio a testificar sometido al interrogatorio y sólo 
después de ello es admisible el informe pericial. (p. 464) 
Por tanto, con la implementación del nuevo esquema de investigación penal los 
elementos de convicción que se obtienen en desarrollo de las actividades de indagación solo son  
elementos materiales probatorios, evidencia física o información legalmente obtenida, que 
adquieren el carácter de prueba únicamente cuando son aducidos durante un juicio que garantice 
la materialización de principios como los de contradicción, inmediación y concentración. (Ley 
906, 2004, art 15,16 y 17)  
                                                             
10
 De acuerdo con la anterior codificación procesal penal, la Ley 600 del 2000, en sus artículos 322 y 331 
referían la posibilidad de practicar pruebas por el funcionario judicial (Fiscal), en las fases de 
investigación previa e instrucción.  
11
La audiencia de juicio oral es la etapa procesal final de la etapa de juicio en la que se discute la 
responsabilidad penal o no del acusado. 
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En este punto es preciso señalar, que el bloque defensivo también tiene la oportunidad de 
adelantar las pesquisas que considere pertinentes y obtener los elementos materiales probatorios 
necesarios para el adelantamiento de una adecuada defensa; al igual que propender por la 
intervención de expertos que analicen las evidencias y eventualmente soporten su propia teoría 
del caso a través de prueba pericial; lo cual corresponde a una de las premisas básicas del sistema 
acusatorio: ―igualdad de armas‖, según la cual no deben existir factores que generen desigualdad 
entre las partes que comparecen al proceso penal. Posición advertida por Daza González (2009) 
cuando señala: 
Para el caso colombiano, la doctrina, la jurisprudencia y las propias 
instituciones judiciales e investigativas coinciden en afirmar que en el marco del 
proceso penal las partes enfrentadas, esto es, la fiscalía y la defensa, deben estar 
en posibilidad de acudir ante el juez con las mismas herramientas de persuasión, 
los mismos elementos de convicción, sin privilegios ni desventajas, a fin de 
convencerlo de sus pretensiones procesales. (p.123) 
Si bien es cierto, la igualdad de armas, ha sido objeto de profundas discusiones 
académicas por cuanto existe diferencia entre lo establecido por la teoría jurídica y lo enseñado 
por la práctica judicial, es evidente que la defensa activa de acuerdo con el ―deber ser‖ que 
ilustra la teoría, está en la posibilidad no solo de reunir los elementos probatorios de su interés, 
sino también disponer, cuando el caso lo amerite, de la práctica de dictámenes periciales con 
vocación probatoria, bajo los mismos requisitos y condiciones del ente acusador. Es por ello que 
Pava Lugo (2009) asegura:  
Para que la defensa llegue con un verdadero equilibrio al juicio, o a las otras 
audiencias de decisión jurisdiccional, es preciso que se le concedan, respetando 
claro está los principios de necesidad, ponderación y proporcionalidad, 
similares oportunidades a las de la Fiscalía en la preparación de su caso. (p.51) 
Bajo estos términos, las modificaciones implementadas al procedimiento en materia penal 
constituyen: 
Una verdadera revolución probatoria toda vez que de una concepción del 
proceso en la que regía el principio de permanencia de la prueba, se pasó a un 
esquema en el que solo es prueba la que surge ante los ojos del juez de 
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conocimiento. Es decir, de un sistema en el que el juez podía apoyar la 
sentencia en la prueba practicada antes del juzgamiento, se ha pasado a un 
modelo en el que el juez únicamente puede dictar la sentencia con base en las 
pruebas practicadas en el juicio. (Urbano Martínez, 2008, p. XIII) 
La Corte Constitucional con ponencia de la Magistrada Clara Inés Vargas Hernández, en 
sentencia C-591 de 2005, señaló que:   
Las modificaciones introducidas al proceso penal mediante el Acto Legislativo 
03 de 2002 inciden en el régimen probatorio, por cuanto la construcción de la 
prueba cambia de escenario, en el sentido de que se abandona el principio de 
permanencia de la prueba, según el cual las pruebas practicadas por la Fiscalía 
General de la Nación desde la indagación preliminar tienen validez para dictar 
una sentencia, por aquellos de concentración e inmediación de la prueba 
practicada en el curso de un juicio oral, público y con todas las garantías. De tal 
suerte que los elementos materiales probatorios y las evidencias recaudadas 
durante la investigación, si bien sirven de soporte para imponer medidas 
restrictivas al ejercicio de los derechos fundamentales, no pueden ser el 
fundamento de una sentencia condenatoria, decisión que debe estar soportada en 
pruebas practicadas durante el juicio oral. En tal sentido, la prueba deja de 
encontrarse dispersa en varios escenarios procesales, escrita, secreta y valorada 
por un funcionario judicial que no tuvo incidencia en su recaudo, para ser 
practicada de forma concentrada en el curso de un juicio oral, público y con 
todas las garantías procesales. (Corte Constitucional, C-591/05, 2005) 
Este panorama impone mayores exigencias para los sujetos procesales y demás 
intervinientes que protagonizan el actual modelo de investigación y juzgamiento penal, toda vez 
que la actividad de obtención de los elementos probatorios debe encontrarse precedida de la 
utilización de una metodología técnica y científica que permita a futuro, aducirla en debida 
forma ante el juez de conocimiento, con la activa intervención del fiscal y el defensor, mediando 
la aplicación íntegra de los principios antes señalados.  
Sobre lo anterior Marín Vásquez (2004) menciona:  
Durante la indagación e investigación la Fiscalía y la Policía Judicial no 
producen pruebas, simplemente la segunda recoge elementos materiales 
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probatorios y presenta informes, bajo la dirección y coordinación de los fiscales, 
cuya potencialidad probatoria para una sentencia (condenatoria o absolutoria) 
depende de su debida presentación y debate ante el juez de conocimiento, por 
medio de un órgano de prueba que puede ser el testigo o perito. (p.23) 
Atendiendo las exigencias implementadas por la Constitución y la ley procesal vigente, 
las autoridades encargadas de la investigación han creado una serie de manuales, protocolos, 
guías de procedimiento, etc. encaminados a que la labor de los miembros de policía judicial 
cuando acuden a la escena del delito o desarrollan las pesquisas propias de la indagación en 
procura de identificar, recolectar y embalar los elementos materiales probatorios y evidencia 
física,  se realicé acatando los principios constitucionales fundamentales y con el rigor técnico 
demandado; luego de lo cual, acorde con la exigencia del caso, los elementos probatorios se 
remiten al almacén de evidencias para su cuidado y protección, o para el análisis requerido en los 
laboratorios que corresponda; previo el cumplimiento de los lineamientos de la cadena de 
custodia (Ley 906, 2004, art 254). Al conceptualizar la trascendencia que reviste el 
procedimiento judicial de campo que se despliega en esta primera fase de toda indagación, 
Velandia Torres (2005) señala:  
Son los pasos técnico-jurídicos idóneos que en cada caso, debe realizar el 
operador judicial y su equipo de apoyo interno (Policía Judicial) e 
interinstitucional (Fuerza Pública), con sujeción a los principios 
constitucionales del respeto por la dignidad humana, debido proceso y legalidad 
entre otros, así como a los protocolos del área criminalística, de cuyos 
resultados depende consolidar la investigación y permitir esclarecer la presunta 
conducta punible, para que el fiscal o su delegado acuse, y ello le posibilite al 
juez de conocimiento, determinar con su veredicto el futuro de la persona 
imputada, y al Estado tomar las acciones previstas y formular las propuestas 
necesarias para hacer realizable la política criminal. (p.35) 
Por tanto, resulta acertada la disertación efectuada por León Parada (2005) cuando señala:  
Las exigencias del conocimiento por las causas, desarrollo y ejecución de un 
punible obligó a los investigadores judiciales a procurar el diseño de un método 
efectivo en las ciencias forenses y criminalísticas. Sin embargo, este método no 
siempre fue elaborado con igual cuidado para cada una de sus etapas y no fue, 
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tampoco, totalmente homogéneo en su estructuración. Actualmente, la 
construcción de métodos adecuados ha llegado a constituir una preocupación de 
primera importancia para el desarrollo y fundamentación de las distintas 
actividades en las áreas de la investigación jurídica procesal. Sin duda, la 
investigación judicial en cada caso concreto posee características muy propias, 
según los resultados que se propongan, puede ser investigación pura (doctrina), 
esto es, aquella enfocada a la solución de los problemas teóricos, o estar 
dedicada a resolver problemas de aplicación práctica. (p.159) 
En Colombia, se presentan en forma constante delitos tales como homicidios, hurtos, 
secuestros, acciones terroristas, delitos financieros, entre muchos otros, que han creado la 
necesidad en el ente acusador de fortalecer las diferentes áreas de investigación con personal 
experto en variados temas del conocimiento humano, quienes a título de peritos concurren a la 
actividad investigativa para colaborar desde la ciencia, técnica o arte en la confirmación o 
descarte de las hipótesis de trabajo judicial. Consecuencia de esa necesidad y acatando los 
lineamientos de la ley 906 de 2004, la Fiscalía General de la Nación (2008) expidió el Manual 
único de criminalística que contiene el procedimiento diseñado para la recolección técnica de los 
elementos materiales probatorios y evidencia física en áreas como lofoscopia, criminalística de 
campo, automotores, topografía, arquitectura, ingeniería civil, explosivos e incendios a nivel 
nacional, para con posterioridad, conforme a protocolos previamente establecidos y acorde a la 
necesidad de la investigación someterlos a los análisis correspondientes en los laboratorios de la 
entidad como los de acústica, balística, fotografía, grafología/documentología y química; el 
manual también abarca aspectos relativos a la identificación de personas a través de la labor 
desarrollada por los miembros de los laboratorios de antropología, odontología, medicina, 
morfología y genética.  
Así mismo, cada uno de los procesos que deben seguir los miembros de Policía Judicial 
al desarrollar su labor investigativa, se encuentran descritos en el Manual Único de Policía 
Judicial elaborado por el Consejo Nacional de Policía Judicial (2005) y el Manual de 
Procedimientos para Cadena de Custodia de la Fiscalía General de la Nación (2008), los cuales 
contienen entre otros aspectos, todo lo relativo a la forma adecuada como se identifican, 
recolectan  y embalan los elementos probatorios y evidencia física, cómo deben ser preservados 
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de acuerdo con la naturaleza del delito, su transporte al almacén de evidencias o al laboratorio y 
ante todo lo concerniente a la cadena de custodia.  
El entonces Fiscal General de la Nación Mario Germán Iguarán Arana, resaltó la 
importancia del Manual de Procedimientos para Cadena de Custodia en los siguientes términos:   
En aras de avanzar en los objetivos trazados de sensibilización, lectura y 
socialización del tema, se ha previsto desarrollar este manual que se convierte 
en el instrumento para el manejo apropiado y aplicación de la Cadena de 
Custodia sobre los elementos materiales probatorios y evidencia física; los 
cuales son esenciales en la validación o descarte de las hipótesis de trabajo que 
debe plantear la comisión judicial frente a una investigación criminal. 
La Investigación y acusación propia del sistema Penal Acusatorio se soporta en 
la preservación de las evidencias físicas y los elementos materiales probatorios, 
razón por la cual se hace necesario otorgar enorme y excelente trascendencia al 
tema de la ―Cadena de Custodia’’ (Fiscalía General de la Nación, 2008, p.7) 
También existen obras como la de García Caicedo (2014) que son un verdadero 
compendio del procedimiento especializado que se debe adelantar cuando se investigan delitos 
como el lavado de activos, captación masiva y habitual de dinero, contra los recursos naturales y 
el medio ambiente, entre otros. El autor en tal sentido resalta:  
El propósito del texto está dirigido a la identificación de delitos financieros, 
económicos y fiscales, en base a la actividad económica de las personas 
naturales y jurídicas; la actividad como contadores forenses no solo debe estar 
enfocada a la detección de fraude como política pública y empresarial, sino, al 
esclarecimiento de delitos graves que tienen que ver directamente con la 
profesión. (García Caicedo, 2014) 
La prueba pericial implica, en consecuencia, un proceso en el cual quien posee el 
conocimiento científico, técnico, artístico o especializado, efectúa valoraciones a personas o 
elementos materiales probatorios o evidencia física, observando los procedimientos y protocolos, 
si a ello hay lugar, según la materia o ciencia en la que es experto, a fin de llegar en lo posible a 
una conclusión.  
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Por tanto, se considera que cuando el objeto del análisis a realizar por parte del perito es 
una evidencia o elemento material probatorio, resulta de vital importancia acatar los 
procedimientos en lo que hace su recolección y preservación, de ahí lo fundamental que resulta  
la correcta aplicación de los protocolos de Cadena de Custodia, cuya observancia incidirá no sólo 
en la admisión o exclusión de aquellos como pruebas, sino además en la credibilidad o fiabilidad 
del dicho del perito que comparezca a juicio a declarar sobre los análisis que hizo y las 
conclusiones a las que arribó. 
En tal sentido, la codificación adjetiva penal señala que la Cadena de Custodia es una 
forma de demostrar la autenticidad de los elementos materiales probatorios y evidencia física 
(Ley 906, 2004, art. 254) que se origina en el lugar donde se descubren, recolectan o hallan y 
termina por orden de autoridad competente; así mismo señala que la aplicación de la Cadena de 
Custodia es responsabilidad de todos los servidores públicos y particulares que entren en 
contacto con objetos que tengan tal calidad (Ley 906, 2004, art. 255).  
Sobre el tema, el profesor cubano Fernández Romo (2011), resalta en su artículo 
―Particularidades de la prueba pericial en el proceso penal acusatorio‖ lo siguiente: 
El estricto cumplimiento de la cadena de guarda custodia de toda actuación 
pericial, constituye una exigencia previa de validez jurídica en el ámbito 
probatorio del proceso penal actual, que debe ser respetado por el Fiscal en su 
labor investigativa, controladas por el juez de garantía y tenido en cuenta por el 
órgano jurisdiccional en el acto del juicio oral para asimilar como prueba todo 
dictamen pericial. (p.12) 
De ahí la importancia para quien funja como perito, el deber de observar el procedimiento 
propio señalado para la recolección y/o preservación del elemento material probatorio o la 
evidencia física, sea que la halle o que posteriormente a su hallazgo la reciba para su análisis y 
final devolución, si queda alguna muestra de la misma luego de su análisis. 
La primera de las disposiciones citadas, señala que para la demostración de la 
autenticidad a través de la aplicación del sistema de cadena de custodia, se deberá tener en 
cuenta entre otros aspectos las condiciones de recolección, preservación, embalaje y envío; 
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lugares y fechas de permanencia y los cambios que cada custodio haya realizado, debiéndose 
registrar el nombre y la identificación de las personas que tengan contacto con tales elementos. 
Para realizar estas actividades de manera adecuada, según los lineamientos previstos, 
deberá entonces aplicarse no solo las disposiciones señaladas en el Código de Procedimiento 
Penal, sino todas aquellas que tanto la propia ciencia como la Fiscalía proveen para el efecto. Por 
ejemplo, si se trata de muestras biológicas habrá de observarse lo que la ciencia enseña en torno 
a que elementos se deben de utilizar para su recolección y preservación (contenedores, guantes, 
equipos que mantengan la muestra a cierta temperatura, etc.), pero además se tendrán en cuenta 
las previsiones en tormo al diligenciamiento del formato de cadena de custodia en que se debe 
consignar datos que determinan la identidad, fecha y razones por las cuales un elemento material 
de prueba o evidencia física pasa de un custodio a un perito y viceversa. 
La obligatoriedad de la observancia de los protocolos de la Cadena de Custodia no son 
sólo para quienes actúan como custodios o investigadores, también para los peritos; así lo señala 
el Manual de Cadena de Custodia en varios de sus apartes, cuando regla lo concerniente al envío 
de elementos materiales probatorios o evidencia física al laboratorio transitorio o al autorizado o 
al almacén de evidencias. Así:  
Toda persona que deba recibir un elemento material probatorio o evidencia 
física, antes de hacerlo, revisará el recipiente que lo contiene y dejará constancia 
del estado en que se encuentre, en el formato de registro de cadena de custodia 
adoptado en este manual. 
El embalaje sólo se podrá abrir por el perito designado para su estudio o 
análisis, salvo que en los sitios de recepción del elemento por motivos de 
seguridad personal, se tenga duda del contenido del embalaje, en cuyo caso se 
procederá a abrir el contenedor con la ayuda de personal conocedor en el 
manejo de explosivos, dejando adjunto al registro de continuidad un informe 
suscrito por quienes intervinieron, indicando las razones que motivaron este 
proceder y a detallar las condiciones en que encontraron y dejaron el elemento. 
La apertura del contenedor se hará por lado diferente a donde se encuentre el 
sello inicial. Despejada la duda, el elemento se introducirá preferiblemente en el 
embalaje inicial si las condiciones del mismo lo permiten, en caso de utilizarse 
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un nuevo embalaje se conservará el rótulo y cinta de sello inicial. Para sellar el 
embalaje se procederá a imprimir la firma y número de documento de 
identificación del encargado de la recepción del elemento en la parte de su 
cierre y sobre esta colocará la cinta de sello. 
Ningún servidor público recepcionará elemento materia de prueba o evidencia 
física que no esté embalado, sellado, rotulado y con registro de cadena de 
custodia de conformidad con los establecidos oficialmente, salvo que exista 
imposibilidad para ello, en cuyo caso se hará uso de los medios más adecuados 
para tal fin garantizando siempre el principio de autenticidad del elemento. En 
todo caso, el que reemplace el rótulo y el registro, deberá contener la 
información mínima requerida, según el presente manual. 
Cuando se evidencie alteraciones del rótulo y/o embalaje, documéntelas en lo 
posible fotográficamente. 
En caso de recibir el custodio los elementos en mal estado o con alguna 
irregularidad, deberá informar inmediatamente a la autoridad competente y a su 
superior inmediato, dejando la constancia respectiva en el formato de registro de 
cadena de custodia. 
El servidor público de la oficina de correspondencia o la que haga sus veces, sin 
pérdida de tiempo, bajo el recibo que figura en el formato de cadena de 
custodia, entregará el contenedor al perito que corresponda según la 
especialidad. 
El perito que reciba el contenedor dejará constancia del estado en que se 
encuentra y procederá a las investigaciones y análisis del elemento material 
probatorio o evidencia física, a la menor brevedad posible, de modo que su 
informe pericial pueda ser oportunamente remitido al fiscal correspondiente. 
Los remanentes del elemento material analizado, serán guardados en el almacén 
que en el laboratorio está destinado para ese fin. Al almacenarlo será 
previamente rotulado de tal forma que, en cualquier otro momento, pueda ser 
recuperado para nuevas investigaciones o análisis o para su destrucción, cuando 
así lo disponga la autoridad judicial competente. 
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Cuando se trate de otra clase de elementos, como moneda, documentos 
manuscritos mecanografiados de cualquier otra clase, o partes donde constan 
números seriales y otras semejantes, elaborado el informe pericial, continuarán 
bajo custodia en el almacén general de evidencias. 
Cuando fuere necesario, el laboratorio autorizado que haya recibido EMP o EF 
para su estudio o análisis, podrá apoyarse con otro laboratorio autorizado de 
entidad pública, mediante interconsulta o remisión, cumpliendo con lo dispuesto 
en este manual. 
Cuando los elementos materia de prueba o evidencias físicas se encuentren en el 
almacén de evidencias y aún no se les hubiese practicado examen, el perito 
oficial una vez conozca la solicitud que disponga el análisis. (Fiscalía General 
de la Nación, 2008)  
Por lo anterior, la actividad del perito no sólo está supeditada a las leyes de la ciencia o de 
la técnica o arte en el que es experto, lo cual garantiza la objetividad de sus exámenes o análisis y 
conclusiones, pues también debe estar sujeta a todos estos postulados legales que determinan que 
el elemento material probatorio o evidencia física que es objeto de su estudio, sea apto para el 
análisis pero además sea el mismo que se recolectó.  
La inobservancia de las disposiciones en torno a la Cadena de Custodia por parte del 
perito o de cualquier actor que intervenga en la recolección y conservación de los elementos 
materiales de prueba o evidencia física, puede generar dos consecuencias jurídicas que inciden 
en su existencia o en su valoración. En un inicio, se consideró la Cadena de Custodia como una 
garantía cuyo desconocimiento vulneraba el Debido Proceso, emergiendo así una causal de 
exclusión del elemento material probatorio o la evidencia física respecto de los cuales se 
inobservó; posteriormente, y es la tesis que hoy día se impone, las inexactitudes, omisiones y 
demás aspectos referidos a la cadena de custodia, no afectan la licitud de los elementos 
materiales probatorios o las evidencias físicas, pues dichas situaciones inciden en la valía que le 
asigne el juez al momento de hacer su valoración al determinar como más o menos probable 
determinado aspecto a demostrar.  
Sobre lo anterior Lizcano Bejarano (2013) afirma:   
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Véase, cómo la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, en las 
sentencias números 25920 y 30958 citadas en precedencia, se ha decantado 
porque el incumplimiento en la cadena de custodia genera pérdida de valor 
suasorio para la evidencia respectiva, no su exclusión, empero, en la 
providencia intermedia, esto es, la numero 29416, señala que el no acatamiento 
de los protocolos de cadena de custodia, constituye una violación al debido 
proceso probatorio y, por ende los elementos materiales de prueba en ese estado 
deberán ser excluidos. 
Frente a este panorama, se estima que la solución al dilema que suscitan tales 
posiciones encontradas, se ha de buscar en el artículo 273 del Código de 
Procedimiento Penal, donde se indica que a la hora de valorar los elementos 
materiales de prueba se ha de tomar en consideración, entre otros aspectos, su 
sometimiento a cadena de custodia y su autenticidad. En otras palabras, es el 
mismo código el que señala que la cadena de custodia es un asunto que toca la 
valoración y no la exclusión probatoria. (P.117- p.118) 
Ahora bien, adoptadas las medidas necesarias para acatar los lineamientos de una efectiva 
cadena de custodia, la labor que desarrolle en adelante el perito debe quedar plasmada en un 
informe resumido donde exponga la base de la opinión por él suministrada (Ley 906, 2004, art 
415, inciso 1); dicho documento tiene como finalidad garantizar el derecho de Contradicción de 
la parte en contra de la cual se presenta, pero  además no puede ser admisible como prueba si el 
perito no concurre al juicio (Ley 906, 2004, art 415, inciso 1)
 
a declarar sobre los elementos 
objeto de su análisis, los instrumentos y técnicas que utilizó, las conclusiones, y demás aspectos 
referidos en el artículo 417 del Código de Procedimiento Penal; siendo claro entonces que el 
informe no puede confundirse con la prueba pericial en estricto sentido. 
Pese a los años, que lleva de implementado el sistema de procedimiento penal con 
tendencia acusatoria, aún se pretende por varios abogados, fiscales y defensores, sustituir el 
testimonio por declaraciones previas de estos, como entrevistas, informes periciales o cualquier 
documento similar; esto es criticado en forma acertada por Decastro González (2008) cuando 
afirma:  
Este enfoque de litigación desconoce abiertamente la esencia del sistema penal 
acusatorio diseñado en la Ley 906 de 2004, a la par que atenta contra sus 
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principios fundamentales y vigencia efectiva. En efecto, el sistema acusatorio 
pretende que la prueba ingrese mediante los testigos que declaran oralmente 
ante el juez, jamás que se sustituyan sus declaraciones orales por escritos o 
documentos previos. El uso de documentos y escritos en un juicio oral es 
bastante limitado y sujeto a estrictas reglas técnicas que deben ser perfectamente 
dominadas por los intervinientes y el juez. (p.18) 
Por lo anterior, es importante diferenciar entre lo que corresponde a la base de opinión 
pericial y la prueba pericial propiamente dicha, toda vez que si bien se trata de dos actividades de 
tipo procesal, no se puede llegar a confusión por cuanto la primera es un escrito que contiene los 
principales aspectos de la actividad desplegada por el perito, y por tanto NO puede ingresar en 
forma autónoma y simple al juicio (Ley 906, 2004, art. 415). En el Manual de procedimientos de 
Fiscalía en el Sistema Penal Acusatorio de la Fiscalía General de la Nación (2006), se encuentra 
una completa definición de esta primera acepción:  
―La base de la opinión pericial deberá estar contenida en un informe técnico, 
que en su estructura acogerá las reglas que en el Manual de Policía Judicial se 
determinan para este tipo de informes y, en todo caso, deberá expresar: Los 
principios en los que se fundamentó el perito; las reglas de procedimiento que 
siguió; el método que utilizó; su grado de confiabilidad; los instrumentos que 
usó; las observaciones que hizo y las conclusiones a las que llegó.‖ (p.157) 
Por tanto podemos concluir, que la prueba pericial es propiamente la que se produce en la 
audiencia de juicio oral con cumplimiento de los principios de oralidad, inmediación, publicidad 
y ante todo el de contradicción (Ley 906, 2004, art. 9, 15, 16, 17,18); para en esta forma, una vez 
cumplidos los parámetros, se dé paso a la efectiva producción de la prueba pericial. 
Arciniegas Martínez (2005) por su parte señala que: 
El dictamen o estudio, per se, no tiene fuerza demostrativa, pues no es prueba. 
Para que la tenga, el perito debe exponer en el juicio oral su dictamen, 
respetándose los principios de contradicción, inmediación y publicidad. Por 
ello, al peritaje le son aplicables las reglas del testimonio y, por ende, los peritos 
deben rendir su dictamen bajo la gravedad del juramento. (p. 208-p. 209) 
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Muy a pesar de la clara y abierta diferencia planteada, hay que atender con precisión la 
forma como se han de manejar los documentos que contienen declaraciones previas del perito, ya 
que el inadecuado manejo puede dar lugar al indebido ingreso a juicio de información con la que 
se puede desconocer el principio de contradicción, tal y como lo menciona Bedoya Sierra (2013) 
al señalar que:  
La base fáctica del dictamen debe analizarse con suma atención para verificar 
que la información se incorpora con respeto de las garantías judiciales mínimas. 
Puede haber confusión, por ejemplo, en el manejo de documentos que 
contengan declaraciones rendidas por fuera del juicio oral sin posibilidades de 
confrontación y sin que el juez haya tenido inmediación, como sucede con los 
croquis, planos o bosquejos cuando en los mismos se incluyen datos 
suministrados por una persona que aduce haber presenciado los hechos y que no 
comparece a juicio oral. Cabe recordar que el hecho de que una declaración esté 
documentada no implica que puedan desatenderse las normas que regulan el 
debido proceso en materia de prueba testimonial. (p.237) 
Detallada la diferencia existente entre el informe que contiene la base de opinión pericial 
y la prueba pericial que se produce en el escenario del juicio, puede surgir el interrogante sobre 
¿cuál es entonces la utilidad de dicho informe si no puede ser considerado como prueba?. La 
respuesta la ofrece Duce y Riego (2009), aclarando que aunque corresponde al procedimiento 
penal aplicado en Chile, en lo que refiere a este aspecto, es idéntico al aplicado en el medio 
jurídico colombiano:  
La respuesta es que este informe cumple múltiples funciones. Desde luego, 
constituirá una herramienta para que ambas partes puedan preparar la litigación 
en el juicio. De esta forma, la parte que presenta al perito podrá estructurar su 
examen directo sobre la base del conocimiento que tenga de las opiniones del 
perito y cómo éstas deben ser encajadas en el relato general para acreditar la 
propia teoría del caso. Para la contraparte, a su vez, el informe será una pieza 
clave para preparar el contraexamen o, aun antes, para producir información 
propia que pueda controvertir en juicio a la que aportará el perito. En el juicio 
mismo, el informe escrito es equivalente a una declaración previa del perito, en 
consecuencia, puede ser utilizado legítimamente para dos fines: refrescar la 
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memoria del perito y manifestar inconsistencias relevantes entre las 
declaraciones actuales con el informe. (p. 456) 
En consecuencia, la práctica de la prueba pericial tiene plena correspondencia con los 
principios y parámetros que orientan el actual proceso penal colombiano, de tal forma que como 
se analizará a continuación, su producción sólo se presenta en el escenario de la audiencia de 
juicio oral. 
 
5. Producción y Valoración de la prueba pericial. 
De acuerdo con lo señalado anteriormente, y culminado el descubrimiento de los elementos 
probatorios, evidencia física e información legalmente obtenida por los sujetos procesales, la 
producción de la prueba en general, incluida la pericial sólo es posible cuando se ha solicitado su 
práctica en la audiencia preparatoria, previo el agotamiento de los argumentos que demuestren su 
conducencia, pertinencia, admisibilidad, necesidad y utilidad por la parte que la peticiona, luego 
de lo cual el juez decide acerca de su admisión, rechazo o exclusión. La importancia de este acto 
procesal, radica en lo que menciona Daza González (2008): 
Es la audiencia preparatoria, el escenario que en el sistema penal acusatorio se 
erige como la oportunidad para el trámite de las solicitudes de pruebas que 
habrán de practicarse en el juicio oral, es el momento procesal para solicitar las 
pruebas orientadas a llevar al conocimiento del juez, más allá de toda duda 
razonable, de los hechos y circunstancias materia del juicio, que permitan 
establecer la responsabilidad penal del acusado o acusada como autor o 
partícipe de esos hechos. (p.75) 
Por tal motivo, la audiencia preparatoria es de indudable trascendencia en el desarrollo 
del proceso penal, puesto que allí se señala el derrotero durante el juicio oral en materia de la 
producción de pruebas, las cuales serán el soporte de las pretensiones de los sujetos procesales. 
Entonces, una vez decretada la práctica de las pruebas, específicamente la de tipo pericial, es 
deber de quien la solicitó poner a disposición de las demás partes el informe que exprese la base 
de la opinión pericial que será objeto de testimonio en juicio, mínimo con 5 días de anticipación 
a la celebración de la audiencia pública (Ley 906, 2004, art. 415). 
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Cumplido el anterior requisito, la producción de la prueba pericial se lleva a cabo 
mediante la recepción del testimonio del perito durante la audiencia de juicio oral, etapa que 
acorde con lo expresado por Daza González (2008) se caracteriza por: 
Luego de que los elementos materiales probatorios hayan sido descubiertos y 
admitidos en las audiencias precedentes, se llega al juicio oral, que es el 
principal escenario del debate probatorio, donde se practican las pruebas con 
sujeción a los principios de oralidad, publicidad, inmediación, contradicción y 
concentración, elementos que al tiempo que le imprimen una identidad propia, 
lo distancian, en gran proporción, del juicio en los sistemas procesales 
anteriores. (p.80) 
En consecuencia, es pertinente señalar que el testimonio del perito es reglado por el 
legislador de manera especial, al punto de señalar las instrucciones para interrogarlo y 
contrainterrogarlo, estableciendo los límites a su declaración, así como respecto de los puntos 
que debe tener en cuenta el juez para admitir como prueba una opinión pericial referida a 
aspectos noveles (Ley 906, 2004, art. 417, 418 422). 
Resulta de gran importancia entonces, la forma como la parte a la que se le decretó la 
prueba dirija el interrogatorio del testigo perito ya que de la claridad y contundencia de la 
información que suministre se soportará no solo el conocimiento que se lleva al juez, sino el 
mayor o menor grado de credibilidad; es por ello que acatando las directrices suministradas por 
la normatividad procesal penal en su artículo 417, se torna relevante iniciar el testimonio del 
experto con preguntas que permitan acreditarlo en debida forma, lo que se logra al indagar por 
temas concretos como su  educación, profesión, trabajo u ocupación, experiencia laboral, 
publicaciones, entre otros; e inmediatamente después se le interrogará sobre todos los 
antecedentes de tipo teórico, práctico y uso de instrumentos o medios, que lo capacitan para ser 
considerado un experto en la ciencia, técnica o arte en que versará su declaración. De ahí que 
Castro (2005) señale que: ―Es fundamental sentar las bases de credibilidad del perito y para ello 
hay que cualificarlo, con lo cual el experto debe revelar su instrucción, experiencia, 
publicaciones y presupuestos teóricos, científicos o técnicos en los cuales ha basado su 
labor.‖(p.166) 
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En igual forma se le indagará acerca de los principios científicos, técnicos o artísticos en 
los que fundamentó sus estudios, verificaciones o análisis y el grado de aceptación; los métodos 
que empleo en su experticia, si utilizó técnicas de orientación, de probabilidad o de certeza y si 
su dictamen puede ser corroborado o ratificado por otros expertos que eventualmente pueden 
declarar en el mismo juicio. 
Es importante recalcar, que acorde al esquema de producción de la prueba en el actual 
sistema procesal penal colombiano, según el cual sólo es prueba aquella que se practica en juicio 
con la inmediación del juez, tiene especial importancia el denominado principio probatorio de la 
contradicción (Ley 906, 2004, art. 378), en virtud del cual se garantiza que éste no sólo perciba 
aquello que la parte que la utiliza desea mostrarle, sino además lo que la otra quiere hacerle ver 
en torno a sus falencias y/o debilidades. Es por ello, que una de las formas para materializar el 
principio de contradicción es a través del contrainterrogatorio que habrá de formularse al perito 
durante el juicio, que no es nada diferente a lo afirmado por Villegas Arango (2008), quien lo 
define como ―el examen realizado por el abogado que no solicitó el testimonio. Su finalidad es la 
de controvertir lo declarado en el interrogatorio y la de minar la credibilidad del testigo adverso.‖ 
(p.89) 
El Contrainterrogatorio debe considerarse como el punto clave para refutar al testigo 
perito, conforme lo expone Decastro González (2008) cuando afirma:  
Es claro que al refutar lo que el testigo ha contestado en últimas se está 
cuestionando su credibilidad, porque no se puede creer el dicho que resulta 
refutado, de donde puede concluirse que la relación entre ambos conceptos es 
de medio a fin: la refutación es un medio para cuestionar la credibilidad, con lo 
que queda claro que la impugnación es una aplicación o técnica del 
contrainterrogatorio. (p.168) 
Perspectiva que guarda plena correspondencia con lo señalado en el artículo 418 de la 
codificación adjetiva, al establecer que la finalidad básica del contrainterrogatorio es refutar, en 
todo o en parte, lo que el perito ha informado, para lo cual se podrá utilizar cualquier argumento 
sustentado en principios, técnicas, métodos o recursos acreditados en divulgaciones técnico 
científicas calificadas, referentes a la materia de la controversia.  
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 Esa dinámica es de gran importancia, en razón a que la valoración que el sentenciador 
hace del conocimiento que le aporta, va a estar influenciado por las situaciones presentadas 
durante su manufactura, y además, como se analizó con antelación es la forma idónea para 
refutar al perito, que aunada a aquellos eventos en que se puede utilizar una contrapericia, le 
otorgarán mejores herramientas o material de juicio al juez para que realice una valoración 
acorde a la exigencia del caso y congruente con las demás pruebas vertidas en el debate oral. 
Si bien las partes, además de intervenir activamente en la producción de la prueba y a 
través de sus argumentos en los alegatos de conclusión, al referirse a ésta en punto de valoración 
(Ley 906, 2004, art.443), no por ello puede desconocerse que es al juez a quien única y 
exclusivamente le corresponde esta labor. Por ello es importante mencionar la definición que la 
Real Academia Española (2006) da a la palabra valorar: ―1. Señalar el precio de algo. 2. 
Reconocer, estimar o apreciar el valor o mérito de alguien o de algo‖.  En tal sentido, cuando el 
juez valora la prueba realiza un proceso mental mediante el cual asigna credibilidad o no al 
conocimiento que le aportó el testimonio, documento, objeto, etc., que se adujo como tal en el 
juicio; lo que conduce a concluir tal como lo reseña Alarcón Granobles y Cadena Lozano (2004) 
que ―la valoración de la prueba es absoluta: cuando le otorga pleno y completo crédito o se le 
niega tajantemente, ó, relativamente, cuando le otorga un mayor o menor valor (relativo)‖ (p.29). 
Es por ello que la inmediación implica que el juez tenga en cuenta como pruebas 
únicamente las que hayan sido practicadas y controvertidas en su presencia (ley 906, 2004, art. 
380), por tanto, es el pilar insalvable e irremplazable en la valoración de la prueba, precisamente 
por tratarse del  principio  que le permite al fallador informarse de su proceso de producción 
mediante la captación directa de situaciones que serán consideradas como criterios de 
apreciación, como por ejemplo: el  estado de sanidad del sentido o los sentidos por los cuales el 
testigo tuvo la percepción, las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se percibió, etc., 
que son algunas de las que deben ser valoradas en todo testimonio. 
La valoración de la prueba por el juez, precedida de la inmediación es la materialización 
del deber ser de un sistema penal con tendencia acusatoria en el que se garantiza no sólo la 
separación entre quienes tienen las funciones de acusación y juzgamiento, sino además el 
ejercicio del contradictorio en presencia de aquél (juez), quien percibiendo el debate probatorio 
decidirá según los criterios de apreciación de la prueba. 
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Teniendo en cuenta lo expuesto respecto al principio de inmediación y su importancia en 
el actual sistema de investigación y juzgamiento en Colombia, surge una discusión referida a la 
validez que soportan las decisiones que en sede de segunda instancia o de casación adoptan los 
jueces o magistrados que conocen de los recursos legales que se interponen contra las sentencias, 
cuando en estas instancias no se aplica la inmediación probatoria. En consecuencia, el problema 
a resolver radica en establecer si este principio fundamental del sistema procesal penal con 
tendencia acusatoria al ser inaplicado en sede de segunda instancia o en virtud de la interposición 
del recurso de casación, afecta el debido proceso o por lo menos su legitimidad. 
La posible respuesta a este planteamiento resulta compleja, toda vez que no se desconoce 
que quien emite la sentencia puede fundamentar con mayor grado de acierto su decisión, cuando 
fue ante él que se realizó el proceso de producción de la prueba, lo cual obedece al espíritu del 
principio de inmediación, y que como tal resultaría lógico o plausible se replicará ante las 
autoridades que deben pronunciarse en virtud de la interposición de los recursos de apelación o 
de casación; sin embargo, la gran dificultad que se presenta en el entorno jurídico colombiano, 
caracterizado por la excesiva congestión de todos los despachos judiciales, es que al tener que 
replicar en estas instancias las pruebas aducidas al juicio, los procesos se tornarían interminables, 
contrario a otro principio rector como el de la economía procesal. De otro lado, ni la 
Constitución Política, ni el legislador al emitir las normas procesales penales contemplaron esta 
posibilidad, por lo que se descarta la afectación al debido proceso y, en torno, a la legitimidad de 
los pronunciamientos de segunda instancia, podemos tener en cuenta el argumento expuesto por 
Urbano Martínez (2009) en una interesante reflexión realizada sobre este puntual asunto, así: 
El principio de inmediación se flexibiliza en segunda instancia pues el superior 
no repite las pruebas, ni practica otras nuevas, pero se cumple respecto de las 
intervenciones de los recurrentes y no recurrentes; los fundamentos probatorios 
para decidir el recurso de apelación son los mismos del juez de primer grado, y 
el recurso de apelación no constituye sólo una instancia de revisión de la validez 
del proceso, sino también un escenario idóneo para determinar la corrección de 
los fundamentos fácticos y jurídicos de la decisión. Esta postura es compatible 
con los fundamentos normativos internacionales del derecho a la segunda 
instancia y es coherente con el hecho de que en la cultura jurídica colombiana, 
46 
 
aunque con límites obvios, la valoración probatoria no ha sido ajena a los 
medios de impugnación de las decisiones judiciales. (p.104) 
Lo anterior, significa que aunque en estricto sentido no se materializa el principio de 
inmediación ante el ad quem, este si tiene la obligación de observar y/o escuchar, y analizar las 
grabaciones de las audiencias del juicio en que se produjeron las pruebas debatidas, en las que 
participaron directamente las mismas partes que ahora presentan sus pretensiones en segunda 
instancia o casación, con lo cual se garantiza que los funcionarios de segundo grado al emitir sus 
pronunciamientos además de evaluar las intervenciones de los recurrentes, puedan ejercer un 
control sobre la validez del proceso y sobre sus aspectos fácticos y jurídicos, todo ello con 
soporte en las pruebas allegadas legal y oportunamente al mismo, lo que constituye una 
inmediación flexibilizada como lo explicó el Urbano Martínez. Posición que no resulta exótica, 
si se tiene en cuenta que, por ejemplo, en la legislación española, en materia del procedimiento 
civil se aplica un enfoque similar al aquí planteado y que es explicado por Pico Junoy & Cerrato 
Guri (2008) en los siguientes términos:  
En definitiva, entendemos que esta posición intermedia -que ni permite revisar 
indiscriminadamente en apelación las pruebas personales practicadas en la 
primera instancia, ni niega con rotundidad dicho control- es la que posibilita 
resolver correctamente el ―estado de confusión‖ o contradicción entre oralidad y 
segunda instancia. Así, por un lado, permite a la segunda instancia cumplir con 
su función revisora, y por otro lado, está acorde con las exigencias legales de la 
inmediación: la LEC pretende garantizar la inmediación, y ésta se da tanto en 
primera instancia, asegurando que el juez que ha estado presente en la práctica 
de las pruebas personales es quien dictará sentencia (arts. 137 y 194 LEC), 
como en la segunda, donde también los magistrados de la Audiencia Provincial 
deben estar presentes en la práctica de la prueba en la vista (art. 464.1 LEC) que 
valorarán para dictar su sentencia, en la que también podrán someter a 
enjuiciamiento crítico la prueba practicada en la primera instancia al tener 
acceso directo a la misma gracias a los modernos soportes de reproducción del 
sonido y la imagen. (p.232) 
Ahora bien, en el contexto de la prueba pericial, dado que la misma pretende llevar al 
juez  conocimiento científico, técnico, artístico o especializado en el que él o cualquier persona 
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no posee mayor sapiencia, pues para adquirirlos se requiere de estudios o actividades específicas 
que no se han recibido o realizado, la actividad de valoración que debe realizar el fallador devine 
aún más exigente, dado que la credibilidad o no que se dé a los datos o información que aporta, 
dependerá de la correcta aplicación de los criterios de valoración que para aquella se han 
establecido, mismos que lógicamente se contextualizaran en el marco de la producción de tal 
probanza, es decir, durante el interrogatorio y contrainterrogatorio  del testigo perito que la 
fiscalía o la defensa realicen.  
Luego, para el juez no es tarea fácil el valorar la prueba y menos aun tratándose de la 
pericial, que se dificulta mucho más dados los temas especiales, científicos, técnicos o ajenos al 
conocimiento común, pues esas mismas circunstancias demandan del fallador mayor esfuerzo en 
el proceso de establecer si el conocimiento que le aportan resulta creíble o no. 
Valoración crítica es lo que se exige en la prueba pericial, pues no es suficiente que la 
misma sea presentada por un experto para que el juez le otorgue credibilidad, sino que además 
examinará los principios técnicos, científicos, o artísticos de las verificaciones y análisis que hizo 
el perito, el método empleado, si las técnicas de utilizadas son de orientación, de probabilidad de 
certeza, etc.  
 
Análisis y discusión de resultados  
 
La praxis judicial en Colombia presenta errores crasos en el proceso de producción de la prueba 
pericial y su aducción en el escenario de juicio, en aquellos eventos en los que, tanto el juez 
como las partes, conciben como verdad absoluta e incontrovertible el dicho del perito; esto 
propiciado por el desconocimiento y/o falta de preparación en el asunto objeto de pericia, lo que 
a su vez conduce al abandono de una posición crítica, bajo la equivocada creencia que 
simplemente debe asumirse una posición jurídica.    
 
Esa inocultable realidad ha originado múltiples fallos de la Corte Suprema de Justicia, 
Sala de Casación Penal, en los cuales reitera que el juez no puede asumir una actitud pasiva 
durante la formación de una prueba pericial, como que ello podría llevar a una convalidación de 
los errores en que puede incurrir el perito; de tal forma que el juez debe asumir esa posición 
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crítica a la que hemos hecho referencia, acatando las pautas dispuestas por el legislador para 
una adecuada valoración de este medio probatorio. En éste sentido, la Corte Suprema de 
Justicia en sentencia del 16 de septiembre de 2009, radicado 31795, siendo ponentes los 
Magistrados Yesid Ramírez Bastidas y Julio Enrique Socha Salamanca, indicó:   
 
Como ocurre con todos los medios probatorios, la pericial debe ser considerada 
racionalmente por el juez, porque en la apreciación del dictamen resulta 
imperativo tener en cuenta la firmeza, precisión y calidad de sus fundamentos, 
la idoneidad de los peritos, el aseguramiento de calidad aplicado, el sistema de 
cadena de custodia registrado y los demás elementos que obren en el proceso. 
Por ello de manera reiterada y pacífica la jurisprudencia ha entendido que los 
argumentos de autoridad científica, técnica, profesional o humanística son de 
recibo por la innegable realidad de la división del trabajo y las cada vez más 
urgentes especializaciones en el desenvolvimiento del hombre en la sociedad, el 
curso de ésta y el tratamiento de los problemas o conflictos, de modo que 
resulta intolerable una actitud pasiva o de irreflexiva aceptación del juez frente 
al dictamen, pues fácilmente pueden potenciarse y extenderse los errores que 
como humano puede cometer el perito. (Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, 
radicado 31795, 2009) 
 
Así, resulta claro que la valoración que efectúa el juez no recae únicamente sobre las 
conclusiones señaladas por el perito en su testimonio, sino que ella debe extenderse también al 
procedimiento que utilizó y que fundamentan su dicho. Bajo tal entendido el alto tribunal de 
justicia mediante pronunciamiento del 27 de junio de 2012, radicado 32882, el Magistrado 
Ponente Dr. Javier Zapata Ortiz, señaló:  
 
Sin embargo, recuérdese que el medio de prueba no es propiamente el dictamen 
del perito, sino el procedimiento técnico científico empleado para su examen, 
pues es éste el que en definitiva el que convencerá al juez de su acierto o 
desatino. Por ello se ha dicho que cuanto interesa al juzgador tratándose de 
pericia documentaria no es la conclusión en sí, sino la forma como fue 
adoptada. (Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, radicado 32882, 2012) 
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Así mismo, ello fue previamente abordado por la Corte Constitucional en la sentencia C-
124 de 2011, en los siguientes términos: 
 
Por último, el tercer ámbito de control del dictamen pericial es el ejercicio de la 
función judicial de apreciación y valoración de la prueba. Es evidente que a 
pesar que la experticia está sometida a métodos particulares de contradicción 
como los antes explicados, no por ello el juez queda limitado para valorar el 
dictamen pericial como uno más de los medios de pruebas incorporados en el 
proceso. En ese sentido, bien puede apartarse el funcionario judicial de las 
conclusiones del dictamen, cuando concluyese, por supuesto de manera 
motivada, que la pericia no interpreta adecuadamente los hechos materia de 
análisis, o que sufre de algún otro vicio que le reste aptitud probatoria. A su vez, 
la libre apreciación de la prueba por parte del juez al momento de adoptar la 
decisión que ponga fin al proceso, también habilita a las partes para que en sus 
alegatos conclusivos analicen y cuestionen el contenido del dictamen, en aras de 
hacerlo compatible con la satisfacción de sus pretensiones. (Corte 
Constitucional, Sala Plena, D-8217. C-124, 2011) 
 
Por consiguiente, es lógico que el juez al evaluar la prueba pericial en todo su contenido, 
pueda apartarse de las conclusiones aportadas por el perito en su testimonio, no solo porque no 
guardan correspondencia con los hechos del debate, sino porque, de acuerdo con Devis Echandia 
(1987, p.332-p.346) se pueden observar la existencia de situaciones que le restan eficacia 
probatoria al dictamen y, por tanto, impiden otorgarle la credibilidad y fiabilidad 
correspondiente; como cuando se determina que el perito no era experto o competente en el tema 
objeto de pericia, la existencia de situaciones que hagan dudar de su desinterés, imparcialidad o 
sinceridad, la falta de fundamento del dictamen, existencia de conclusiones que no se ofrecen 
como claras, firmes y lógicas frente a sus fundamentos, así como la presencia de conclusiones 
que no son convincentes, o aparecen como improbables, absurdas o imposibles, la aducción de 
otras pruebas que desvirtúan el dictamen o lo tornan dudoso o incierto, o que se haya incurrido 
por parte del perito en actos fraudulentos, engañosos o ilícitos para rendir su experticia; 
posibilidades que corresponden a tan solo algunas del amplio catálogo que deberá tener en 
cuenta el juez y las partes al momento de realizar la valoración de este medio probatorio.   
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El artículo 139 del Código de Procedimiento Penal, señala como uno de los deberes 
específicos de los jueces, el decidir las controversias que se susciten durante las audiencias que 
presida, sin que le sea posible abstenerse de ello bajo argumentos como la ignorancia. Este deber 
nace como una de las formas de cumplir los fines del Estado, del que esperan los asociados 
obtener la resolución de sus conflictos a través de una persona calificada para ello, lo cual 
implica que un juez penal de la República adopte decisiones como la sentencia bajo el 
convencimiento que la misma es acertada porque es el producto de la valoración seria y fundada 
de las pruebas.  
 
Por ello, tratándose de la prueba pericial,  el juez debe estar familiarizado con su 
dinámica de manera que pueda establecer durante el testimonio del experto que los hechos y 
datos que analizó le resultaban suficientes, que las conclusiones a las que arribó son el producto 
de la aplicación al objeto de su estudio de principios, métodos y técnicas confiables, que el 
testigo en realidad es perito dadas sus calidades derivadas de su conocimiento y/o práctica y/o 
habilidades en el campo o área en la que dice ser experto. 
 
Esta exigencia que se hace al juez, se explica en que siempre se ha concebido a la prueba 
pericial como especial y sobresaliente respecto a las demás (documental, testimonial, etc.) por 
versar sobre asuntos especiales sólo conocidos por expertos, lo cual hace que el análisis y la 
crítica que un no experto le haga, resulte una tarea nada fácil. 
 
Por tanto, el desconocimiento u omisión de los postulados legales y de las directrices 
expuestas en múltiples fallos de las altas Cortes Colombianas por parte de los sujetos que 
protagonizan el debido proceso en relación con la aducción y valoración de la prueba pericial, 
son factores que han originado procedimientos desacertados que no solo inciden negativamente 
en los resultados de determinada investigación, sino que la propia Administración de Justicia y 
sus autoridades sufren críticas, muchas veces con fundamento veraz, en torno a su eficiencia y 
credibilidad. En referencia a éste aspecto encontramos dos casos que ejemplifican esta clase de 
errores judiciales, ambos de público conocimiento, sometidos a debate mediático y que ponen de 
manifiesto esta problemática: 
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Falso siquiatra de Medicina Legal fue enviado a la cárcel sin tener un título que 
lo acreditara como profesional en medicina o en psiquiatría, Camilo Herrera 
Triana trabajó durante 10 años como experto psiquiatra forense en el Instituto 
Nacional de Medicina Legal. 
 
En su largo recorrido atendió 1.427 casos en Bogotá y 400 más en las 
seccionales de Meta, Casanare y Boyacá. Varios de ellos emitiendo dictámenes 
sexológicos, análisis del comportamiento de homicidas y de internos en 
cárceles, así como conceptos a postulados para acceder a la patria potestad de 
niños. 
 
El desconocimiento del falso médico era evidente para algunos de sus 
compañeros, que constantemente se quejaban por los dictámenes realizados por 
Herrera, quien tiene seis investigaciones disciplinarias. (El Tiempo, 2012) 
 
Este caso refleja que durante la producción de las pruebas periciales en que participó el 
falso perito, existieron fallas protuberantes por parte de los sujetos procesales y jueces que 
intervinieron en cada uno de esos procesos; errores que se presentaron debido a la inadecuada 
acreditación del presunto perito y en segundo lugar, como consecuencia de falencias durante su 
aducción, al igual que por desconocimiento u omisión de las reglas básicas de valoración por 
parte de los sujetos procesales y funcionarios judiciales involucrados. Situación similar que se 
presentó en el conocido caso del ex secuestrado Sigifredo López que fue ampliamente cubierto 
por los medios de comunicación y que dejaron entrever las fallas procedimentales en que 
incurrió la fiscalía durante la producción de la pericia que vinculaba al político en los hechos 
investigados y que terminaron por convertirse en un lamentable error judicial. Situación que se 
dio a conocer por un medio noticioso así:  
―Expertos critican análisis que se hicieron a las pruebas del caso Sigifredo 
López…La defensa del exdiputado Sigifredo López contrató a la empresa 
Adalid Corp, experta en análisis forenses, para realizar unas nuevas pruebas 
acústicas y morfológicas del video que la Fiscalía tiene como prueba reina en su 
contra. El abogado Andrés Guzmán Caballero, gerente de esta firma y docente 
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en postrados de pruebas técnicas e inspección Judicial, criticó fuertemente a la 
Fiscalía y a la DIJIN por ―los procedimientos‖ realizados en este caso, frente a 
los dictámenes acústico y morfológico, en los que se basó la orden de captura y 
llamado a indagatoria a López. (Saavedra, 2012) 
Efectivamente, al analizar el contexto de la resolución emitida el día 27 de septiembre de 
2012 por la fiscalía 10ª de la unidad delegada ante el Tribunal de Cali, mediante la cual se 
precluyó la investigación a favor de Sigifredo López Tobón, se advierte que las decisiones 
judiciales dispuestas por la Fiscalía para capturar e imponer medida de aseguramiento en contra 
de este ciudadano se fundamentaron en dos dictámenes rendidos por expertos en acústica y 
morfología de la DIJIN, los que al ser fuertemente controvertidos por la defensa, fueron 
retomados por peritos del FBI quienes variaron la conclusión de los dos que le precedían al 
establecer que los nuevos análisis no eran concluyentes al no poderse identificar, eliminar o 
descartar a la persona objeto de estudio; situación que ameritó la práctica de nuevos análisis 
forenses por parte de miembros del CTI, más detallados y técnicos que permitieron concluir que 
las grabaciones de voz y la persona que aparecía en el video no tenían correspondencia con el 
sindicado. Actuación de la cual se colige que los primeros dictámenes, a pesar de ser rendidos 
por expertos fueron soportados en análisis erróneos y precipitados, sin utilizar todas las técnicas 
conocidas, lo cual terminó en no solo la afectación que se infligió al investigado, sino que incidió 
en la ya menguada credibilidad de la justicia. 
 
Conclusiones 
El juez penal de conocimiento debe velar desde la misma audiencia preparatoria por que 
las partes presenten argumentos sólidos y válidos en torno a la conducencia, pertinencia, 
admisibilidad y utilidad de la prueba pericial que pretendan introducir al debate oral, incluso con 
mayor rigor que otras peticiones probatorias, dada la especial connotación de esta clase de 
probanza. 
Desde esta misma audiencia el fallador debe poner empeño en que cada una de las partes 
cuente con la oportunidad de conocer la ―Base de Opinión Pericial‖ que es como el artículo 415 
del Código de Procedimiento Penal denomina al informe que previamente a su declaración en 
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juicio el experto debe presentar y que, tal como se ilustró, no debe confundirse con la prueba 
pericial propiamente dicha. 
Es así, como el informe pericial que condensa la base de opinión pericial, debe contener 
la descripción de la persona, el objeto, el lugar o los hechos objeto de su estudio y las 
condiciones o circunstancias en que los halló, indicación de todos y cada uno de los 
procedimientos efectuados, los elementos utilizados y los hallazgos o resultados obtenidos y 
finalmente las conclusiones a las que se llega, indicando qué principios técnicos o científicos 
aplicó para llegar a las mismas.  
La información contenida en el informe, será suficiente para que las partes establezcan su 
línea de acción durante el testimonio del experto en juicio, pues conociéndola de antemano 
contarán con la posibilidad de asesorarse de otros expertos en la misma área del conocimiento, 
que le ayudarán a establecer si el perito que declarará en juicio falló, incumplió, omitió o 
desconoció protocolos, guías, etc., o si acudió a una técnica no adecuada o revaluada por la 
comunidad científica, o si las herramientas que usó no cumplían con las características debidas, o 
si el objeto, persona, lugar, datos que fueron objeto de su estudio no eran suficientes. Es decir, la 
base de opinión pericial, servirá para que las partes ejecuten un verdadero ejercicio de 
contradicción, bien durante el contrainterrogatorio del perito, o mediante la presentación de un 
contraperitaje, herramientas con la que se pretenderá refutar en todo o en parte la experticia 
aducida al juicio, todo lo cual ayudará al juez en su seria y delicada labor de valorar la prueba 
pericial, pues contará con argumentos para tenerla o no como confiable.  
Una vez ordenada la práctica de la prueba pericial en el juicio oral, el juez debe observar 
con especial cuidado la forma como la parte que presenta esta probanza acredita al experto que 
rendirá testimonio; acreditación que como se explicó con anterioridad, no puede limitarse al 
campo objetivo, esto es, en cuanto a sus estudios, experiencia y conocimiento puntual de la 
ciencia, arte, técnica o especialización, sino que debe apreciar con la misma rigurosidad su 
aspecto subjetivo. 
El juez como actor basilar del proceso penal debe conocer los manuales, las guías 
complementarias, los protocolos y los reglamentos, que los peritos en cumplimiento de su 
actividad deben seguir u observar a fin de colaborar de manera eficiente y eficaz con la 
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Administración de Justicia, pues aquellos condensan las experiencias documentadas, 
estandarizadas y de validación que los expertos en cada área han efectuado a fin de garantizar la 
calidad de la prueba pericial, que finalmente determinarán su confiabilidad.  
El conocimiento del juez tratándose de la prueba pericial, no está circunscrito 
exclusivamente a las disposiciones constitucionales y legales, habrá de tener en cuenta además  
todas aquellas producciones intelectuales que regulen o determinen los parámetros que los 
expertos en una ciencia o área del conocimiento deban tener presentes al momento de hacer sus 
análisis, pues no basta que sean letrados en ella sino además que en el desarrollo de los estudios 
que se les encomienda, observen los parámetros establecidos por la comunidad científica o por 
entidades como el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses.  
En el caso de que no se trate de una ciencia sino por ejemplo de conocimientos técnicos, 
artísticos o especializados, igualmente habrá de tenerse en cuenta para la valoración del dicho del 
perito que lo posee, la experiencia, las prácticas, los utensilios o elementos, los estándares, es 
decir, todos aquellos aspectos que impliquen la ejecución con calidad de tales labores, todo con 
la única finalidad de tener o no en consideración sus manifestaciones dada la fiabilidad que 
ofrecen; destacándose en este punto lo referente a la experiencia del experto, por cuanto al 
tratarse de temas que un reducido número de personas maneja, factores como el número de 
asuntos conocidos con anterioridad, los resultados de los análisis en casos similares, el 
fundamento orientado por otras personas que también conocen el tema, serán el pilar que no solo 
le otorgará mayor credibilidad o fiabilidad al testimonio del perito, sino que incidirá con la 
misma fortaleza en la valoración que de esta prueba realice el juez.  
En la producción de la prueba pericial, esto es, durante la recepción del testimonio del 
perito, el juez se ocupará de que las partes desarrollen en forma adecuada el respectivo 
interrogatorio y contrainterrogatorio, garantizando la aplicación del principio de contradicción, y 
en el evento de requerirse la utilización del informe contentivo de la base de opinión pericial, 
este se utilice con los mismos propósitos de una declaración previa, o sea, refrescar la memoria 
del testigo o impugnar su credibilidad.  
Aunado a lo anterior, el legislador entregó al juez una facultad que, aunque muy 
cuestionada por ser un sistema de partes, está vigente y es la de interrogar al testigo, herramienta 
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muy útil tratándose de la prueba pericial, pues el fallador puede hacer uso de ella para hacer las 
preguntas que estime necesarias a fin de cumplir a cabalidad con su labor de valoración de la 
prueba. 
En consecuencia, el juez en el proceso penal frente a la prueba pericial, adquiere un papel 
protagónico, dado que al ser esencial su presencia durante su producción, en virtud del principio 
de inmediación, lo que implica la observación y la escucha de quien se pretende o se ha 
calificado como perito, deja de ser el espectador desinteresado y convencido que ese experto le 
entregará la verdad absoluta, para en forma responsable, con conocimiento y en pleno ejercicio 
de sus funciones, posteriormente considere si en efecto dicha probanza tiene la suficiencia o no 
para demostrar lo que se buscó por la parte y conforme a ello decidir, pues es lógico que con la 
prueba pericial se le estará llevando por si misma o en conjunto con las de otra naturaleza 
practicadas, la verdad de los hechos. 
La valoración que de la prueba pericial haga el juzgador, deberá estar contenida en las 
motivaciones de su decisión, es decir, deberá indicar las razones por las que acoge las 
conclusiones a las que llegó el perito o por el contrario, las que determinaron que sus resultados 
no son de recibo. Tal argumentación se referirá entonces a que en el desarrollo de su actividad el 
experto cometió o no errores relacionados con la técnica, el instrumental, los principios, el 
manejo de la evidencia, etc., desconoció o acogió los protocolos, las guías complementarias o los 
reglamentos; o que pese a tratarse de prueba pericial, existen otras pruebas que tienen capacidad 
persuasiva o eficaz de más contundencia, que hacen que el fallador se aleje de lo concluido por el 
perito. 
El papel de las partes (fiscalía y defensa) así como resulta de gran importancia durante el 
proceso de producción de la prueba pericial, lo es igualmente durante la conclusión del juicio 
oral al presentar sus alegatos de conclusión, escenario en el que podrán referirse en forma 
contundente y pormenorizada respecto a todos y cada uno de los aspectos que deberá tener en 
cuenta el juzgador al desarrollar su actividad de valoración probatoria.  
La función de administrar Justicia materializada en las decisiones que los jueces adoptan, 
pese a que en la mayoría de casos solo incide en la vida de aquellos que hacen parte del conflicto 
jurídico dirimido por aquél, tiene efectos directos en la sociedad que se reflejan en la credibilidad 
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y el respeto no solo en los jueces sino principalmente en la Ley, como mecanismo que el Estado 
posee para asegurar que sus asociados no solo se limiten en el ejercicio de sus derechos sino 
además los defiendan cuando les son desconocidos o vulnerados. 
En efecto, el juez como individuo que tiene asignada la función de decidir las cuestiones 
que se someten a su conocimiento, deberá propiciar que su decisión en el caso de las sentencias 
penales, se ajusten a la demostración fáctica y de responsabilidad del sujeto pasivo de la acción 
penal, es decir de la verdad que en el proceso se haya demostrada y que en últimas, pues su 
decisión es la concreción de esa verdad a la que tienen derecho tanto el procesado como las 
víctimas y la sociedad en general. 
Así, la responsabilidad de la sentencia penal recae en el juez que debe cuestionar si las 
partes en efecto demostraron que sus pretensiones tienen fundamento, por ello en lo que hace a la 
prueba pericial debe ser muy cuidadoso obviando otorgarle eficacia cuando la misma no se ha 
dado con apego no sólo a las disposiciones legales penales sino con la misma o mayor 
preponderancia a todo lo referente a los requisitos, procedimientos, métodos, técnicas, etc., que 
regulan el tema especial sobre el cual se le pretende ilustrar; teniendo muy especial cuidado en lo 
que refiere a la legalidad de la obtención del material probatorio, acatamiento de los protocolos 
de cadena de custodia, ya que la fiabilidad de esta clase de medio probatorio se encuentra 
estrechamente relacionado con la mismidad.  
Si el uso o el hábito judicial se adecua al deber ser del proceso de producción y 
valoración de la prueba pericial, seguramente no se presentarán casos como el del falso 
psiquiatra de Medicina Legal o el relacionado con el cotejo de voces de uno de los Diputados del 
Valle del Cauca, desaciertos que posteriormente le serán cobrados al Estado a través de las 
demandas administrativas que por el error judicial se presentan y por la comunidad en general al 
perder credibilidad en la Justicia. 
Todo lo anterior contribuirá a que en el establecimiento de la verdad en el proceso penal 
se materialicen aquellos fines del Estado, específicamente los relacionados con la convivencia 
pacífica y la vigencia del orden justo, ello mediante el ejercicio de los derechos de acceso a la 
Administración de Justicia. 
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